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Proyecto de Acuerdo No. 009-2023 
ACUERDO NUMERO 009 
Fecha: 13 de diciembre de 2023 
 
“POR EL CUAL SE EXPIDE EL PRESUPUESTO GENERAL INGRESOS, REN-
TAS, GASTOS E INVERSIÓN DEL DISTRITO, TURÍSTICO, CULTURAL E 
HISTÓRICO DE SANTA MARTA PARA LA VIGENCIA FISCAL 2024” 
 
EL HONORABLE CONCEJO DEL DISTRITO TURÍSTICO, CULTURAL E HIS-
TÓRICO DE SANTA MARTA 
 
En uso de sus facultades constitucionales y legales, y en especial, las 
conferidas por la Ley 179 de 1994, la Ley 225 de 1995, el artículo 67 
del Decreto 111 de 1996, Decreto 2260 de 1996, Ley 617 de 2000, sus 
Decretos Reglamentarios 192 y 735 de 2001, la Ley 715 de 2001, la 
Ley 819 de 2003, la Ley 1176 de 2007, Ley 1483 de 2011 y el Estatuto 
Orgánico de Presupuesto del Distrito de Santa Marta, adoptado me-
diante Acuerdo No. 006 de 2008. 
 
ACUERDA: 
 
ARTICULO PRIMERO: Expedir el Presupuesto General de INGRESOS, 
RENTAS Y RECURSOS DE CAPITAL del Distrito Turístico, Cultural e His-
tórico de Santa Marta, para la vigencia fiscal comprendida entre el 1 
de enero y el 31 de diciembre del año 2024 en la suma de UN BILLÓN 
DOSCIENTOS SESENTA Y UN MIL CINCUENTA Y DOS MILLONES CIENTO 
CUARENTA MIL QUINIENTOS OCHENTA Y CUATRO PESOS M/CTE.  
($1.261.052.140.584,oo)., así: 
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ARTICULO SEGUNDO: Expedir el presupuesto de GASTOS E INVERSIO-
NES del Distrito Turístico, Cultural e Histórico de Santa Marta, para la 
vigencia fiscal comprendida entre el 1 de enero y el 31 de diciembre 
del año 2024 en la suma de UN BILLÓN DOSCIENTOS SESENTA Y UN 
MIL CINCUENTA Y DOS MILLONES CIENTOS CUARENTA MIL QUINIEN-
TOS OCHENTA Y CUATRO PESOS M/CTE.  ($1.261.052.140.584,oo), 
así: 

 

 

 
 
DISPOSICIONES GENERALES  
CAPÍTULO I. MARCO LEGAL 

ARTÍCULO TERCERO: La ejecución del Presupuesto Anual del Distrito 
Turístico, Cultural e Histórico de Santa Marta para la vigencia fiscal 
2024, deberá estar acorde con lo dispuesto en las Leyes 179 de 1994, 
Ley 225 de 1995, compiladas por el Decreto 111 de 1996, Ley 617 de 
2000 , 819 de 2003, Ley 715 de 2001, Ley 1483 de 2011, Ley 1473 de 
2011,  Ley 1416 de 2010, Ley 1368 de 2009, y sus respectivos decretos 
reglamentarios y el Estatuto Orgánico de Presupuesto del Distrito de 
Santa Marta, adoptado mediante Acuerdo No. 006 de 2008. 
 
ARTÍCULO CUARTO: El Presupuesto de Ingresos y Rentas de la Admi-
nistración Central contiene la estimación de los Ingresos Corrientes y 
los Recursos Propios de los Establecimientos Públicos del orden Dis-
trital que esperan recaudar durante el año Fiscal y los Recursos de 
Capital. 
 
ARTÍCULO QUINTO: Los compromisos y las obligaciones correspon-
dientes a las apropiaciones financiadas con rentas contractuales solo 
podrán ser asumidos cuando se hayan perfeccionado los contratos 
que dan origen al recurso.  
 
ARTÍCULO SEXTO: Los recursos públicos son inembargables. El servi-
dor público que reciba una orden de embargo sobre los recursos 
transferidos por la Nación que se encuentren incorporados en el Pre-
supuesto General de Distrito, está obligado a efectuar los trámites co-
rrespondientes para solicitar su desembargo. Para este efecto, solici-
tará, a la Dirección General del Presupuesto Público Nacional del Mi-
nisterio de Hacienda y Crédito Público, la constancia sobre la natura-
leza de estos recursos. La solicitud debe indicar el tipo de proceso, las 
partes involucradas, el despacho judicial que profirió las medidas cau-
telares y el origen de los recursos que fueron embargados. 
 
PARÁGRAFO PRIMERO: Dicha constancia de inembargabilidad se re-
fiere a recursos y no a cuentas bancarias, y le corresponde al servidor 
público solicitante, en los casos en que la autoridad judicial lo re-
quiera, tramitar, ante la entidad responsable del giro de los recursos 
objeto de medida cautelar, la correspondiente certificación sobre 
cuentas bancarias. 
 
PARÁGRAFO SEGUNDO: El fundamento legal que deberá tener en 
cuenta el servidor público para los efectos del presente artículo se en-
cuentra en lo dispuesto en el artículo 6, literal h del Acuerdo 006 de 
2008, por medio del cual se adopta el Estatuto Orgánico de Presu-
puesto del Distrito, Turístico, Cultural e Histórico de Santa Marta, el 
cual establece: “Son inembargables las rentas, cesiones y participa-
ciones incorporadas en el Presupuesto Anual del Distrito, así como los 
bienes y derechos de las Entidades que lo conforman”.  
 
El Artículo 594 del Código General del Proceso (C.G.P.) expresa: Ade-
más de los bienes inembargables señalados en la Constitución Política 
o en leyes especiales, no se podrán embargar: 
 
1. Los bienes, las rentas y recursos incorporados en el presupuesto 
general de la Nación o de las entidades territoriales, las cuentas del 
sistema general de participación, regalías y recursos de la seguridad 
social. 
 
2. Los depósitos de ahorro constituidos en los establecimientos de 
crédito, en el monto señalado por la autoridad competente, salvo 
para el pago de créditos alimentarios. 
 
3. Los bienes de uso público y los destinados a un servicio público 
cuando este se preste directamente por una entidad descentralizada 
de cualquier orden, o por medio de concesionario de estas; pero es 
embargable hasta la tercera parte de los ingresos brutos del respec-
tivo servicio, sin que el total de embargos que se decreten exceda de 
dicho porcentaje. 
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Cuando el servicio público lo presten particulares, podrán embargarse 
los bienes destinados a él, así como los ingresos brutos que se pro-
duzca y el secuestro se practicará como el de empresas industriales. 
 
4. Los recursos municipales originados en transferencias de la Nación, 
salvo para el cobro de obligaciones derivadas de los contratos cele-
brados en desarrollo de las mismas. 
 
5. Las sumas que para la construcción de obras públicas se hayan an-
ticipado o deben anticiparse por las entidades de derecho público a 
los contratistas de ellas, mientras no hubiere concluido su construc-
ción, excepto cuando se trate de obligaciones en favor de los trabaja-
dores de dichas obras, por salarios, prestaciones sociales e indemni-
zaciones. 
 
6. Los salarios y las prestaciones sociales en la proporción prevista en 
las leyes respectivas. La inembargabilidad no se extiende a los salarios 
y prestaciones legalmente enajenados. 
 
7. Las condecoraciones y pergaminos recibidos por actos meritorios. 
 
8. Los uniformes y equipos de los militares. 
 
9. Los terrenos o lugares utilizados como cementerios o enterramien-
tos. 
 
10. Los bienes destinados al culto religioso de cualquier confesión o 
iglesia que haya suscrito concordato o tratado de derecho internacio-
nal o convenio de derecho público interno con el Estado colombiano. 
 
11. El televisor, el radio, el computador personal o el equipo que haga 
sus veces, y los elementos indispensables para la comunicación per-
sonal, los utensilios de cocina, la nevera y los demás muebles necesa-
rios para la subsistencia del afectado y de su familia, o para el trabajo 
individual, salvo que se trate del cobro del crédito otorgado para la 
adquisición del respectivo bien. Se exceptúan los bienes suntuarios de 
alto valor. 
 
12. El combustible y los artículos alimenticios para el sostenimiento 
de la persona contra quien se decretó el secuestro y de su familia du-
rante un (1) mes, a criterio del juez. 
 
13. Los derechos personalísimos e intransferibles. 
 
14. Los derechos de uso y habitación. 
 
15. Las mercancías incorporadas en un título-valor que las represente, 
a menos que la medida comprenda la aprehensión del título. 
 
16. Las dos terceras partes de las rentas brutas de las entidades terri-
toriales. 
 
Así mismo, el Parágrafo Único, de dicho artículo señala: 
 
Los funcionarios judiciales o administrativos se abstendrán de decre-
tar órdenes de embargo sobre recursos inembargables. En el evento 
en que por ley fuere procedente decretar la medida no obstante su 
carácter de inembargable, deberán invocar en la orden de embargo 
el fundamento legal para su procedencia. 
 
Recibida una orden de embargo que afecte recursos de naturaleza 
inembargable, en la cual no se indicare el fundamento legal para la 
procedencia de la excepción, el destinatario de la orden de embargo, 
se podrá abstener de cumplir la orden judicial o administrativa, dada 

la naturaleza de inembargable de los recursos. En tal evento, la enti-
dad destinataria de la medida, deberá informar al día hábil siguiente 
a la autoridad que decretó la medida, sobre el hecho de no acata-
miento de la medida por cuanto dichos recursos ostentan la calidad 
de inembargables. La autoridad que decretó la medida deberá pro-
nunciarse dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a la fecha de 
envío de la comunicación, acerca de si procede alguna excepción legal 
a la regla de inembargabilidad. Si pasados tres (3) días hábiles el des-
tinatario no se recibe oficio alguno, se entenderá revocada la medida 
cautelar. 
 
En el evento de que la autoridad judicial o administrativa insista en la 
medida de embargo, la entidad destinataria cumplirá la orden, pero 
congelando los recursos en una cuenta especial que devengue intere-
ses en las mismas condiciones de la cuenta o producto de la cual se 
produce el débito por cuenta del embargo. En todo caso, las sumas 
retenidas solamente se pondrán a disposición del juzgado, cuando co-
bre ejecutoria la sentencia o la providencia que le ponga fin al proceso 
que así lo ordene. 
 
PARÁGRAFO CUARTO: Es deber de los servidores públicos del orden 
distrital realizar las acciones disciplinarias, fiscales y legales encami-
nadas a defender el patrimonio del Distrito de Santa Marta. 
 
 
CAPÍTULO II. DE LOS GASTOS 
 
ARTÍCULO SÉPTIMO: Los recursos que transfiera la Nación a la Admi-
nistración Central no podrán ser utilizados como base para el cálculo 
de las cuotas de Auditaje de la Contraloría Distrital. 
 
ARTÍCULO OCTAVO: Todos los actos administrativos que expida el or-
denador del gasto que afecten el presupuesto Distrital, tendrán que 
estar previstos en el Programa Anual Mensualizado de Caja –PAC-, 
contar con el certificado de disponibilidad -CDP- y registro presupues-
tal -CRP-, en los términos de la Ley Orgánica de Presupuesto y sus re-
glamentos. 
 
En consecuencia, no podrá contraer obligaciones sobre apropiaciones 
inexistentes, o en exceso del saldo disponible, con anticipación a la 
apertura del crédito adicional correspondiente, o con cargo a recursos 
del crédito cuyos contratos no se encuentren perfeccionados, o sin la 
autorización de comprometer vigencias futuras.  Si el ordenador del 
gasto lo hace responderá personal y pecuniariamente de las obliga-
ciones que se originen. 
 
Las obligaciones con cargo al Tesoro Distrital que se adquieran con 
violación de este precepto, no tendrán validez alguna, a excepción de 
las contingencias de Ley que se presenten en el Sector de la Salud o 
por Urgencia Manifiesta previamente declarada en el Distrito de 
Santa Marta. 
 
ARTÍCULO NOVENO: La exigencia de disponibilidad presupuestal se 
basa en el principio de legalidad del gasto público, establecido en los 
artículos 345, 346 y 347 de la Constitución Política y de acuerdo con 
la Sentencia de la Corte Constitucional C-18 de 1996 según la cual: “la 
disponibilidad se concibe como un instrumento mediante el cual se 
busca prevenir o evitar que el gasto sea realizado por encima del 
monto máximo autorizado por la correspondiente Ley Anual de Pre-
supuesto durante su ejecución”. 
 
Cualquier acto administrativo que afecte las apropiaciones presu-
puestales debe contar con el Certificado de Disponibilidad Presupues-
tal previo que garantice la existencia de apropiación suficiente para 
atender el compromiso que se pretende adquirir. Este documento 
afecta el presupuesto provisionalmente hasta tanto se perfeccione el 
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acto que respalda el compromiso y se efectúe el correspondiente re-
gistro presupuestal (CRP). 
 
PARÁGRAFO: Los CDP tendrán vigencia hasta el 31 de diciembre 2024. 
Los CDP que no se utilicen, deberán cancelarse para dejar libre la 
apropiación y permitir la expedición de nuevas disponibilidades den-
tro del monto máximo autorizado en el Presupuesto. El Líder del Pro-
grama de Gestión Presupuestal del Distrito Turístico Cultural e Histó-
rico de Santa Marta o quien haga sus veces firmará el CDP y la anula-
ción de los mismos. 
 
ARTÍCULO DECIMO: Una vez culminado el proceso administrativo de 
adquisición de bienes o servicios, se perfecciona el compromiso asig-
nando el Certificado de Registro Presupuestal - CRP- que garantiza 
que los recursos que lo financian, no sean utilizados en otro gasto o 
inversión. En este registro se deberá indicar claramente el valor y el 
plazo de las prestaciones a las que haya lugar. El Líder del Programa 
de Gestión Presupuestal del Distrito Turístico Cultural e Histórico de 
Santa Marta o quien haga sus veces firmará el Registro Presupuestal 
y formulará los ajustes que se requieran. 
 
La existencia del Registro Presupuestal será requisito de ejecución del 
respectivo contrato, por lo cual no se podrán ejecutar compromisos 
de ninguna manera sin este, salvo en los casos de Urgencia Manifiesta 
o eventos de salud en conexidad con la vida, conforme a lo estable-
cido en la Ley 80 de 1993. 
 
PARÁGRAFO: En los eventos en que se encuentre en trámite una lici-
tación, concurso de méritos o cualquier otro proceso de selección del 
contratista con todos los requerimientos legales, incluida la disponi-
bilidad presupuestal, y su perfeccionamiento se efectúe en la vigencia 
fiscal siguiente, se atenderá con el presupuesto de esta última vigen-
cia, previo el cumplimiento de los ajustes presupuestales correspon-
dientes; así mismo se pondrán incorporar estos recursos en el presu-
puesto de esta última vigencia. 
 
ARTÍCULO DECIMO PRIMERO: Queda absolutamente prohibido en to-
dos los órganos de la Administración Distrital, y en general a todos los 
que forman parte del Presupuesto General del Distrito, tramitar o le-
galizar actos administrativos u obligaciones que afecten el Presu-
puesto de Gastos cuando no reúnan los requisitos legales o se confi-
guren como hechos cumplidos.  El Ordenador del Gasto responderá 
disciplinaria, fiscal y penalmente por incumplir lo establecido en esta 
norma. 
 
ARTÍCULO DECIMO SEGUNDO: Para proveer nuevos empleos o em-
pleos vacantes de personal se requerirá de un certificado expedido 
por el Secretario de Hacienda, mediante el cual certifica la existencia 
de los recursos presupuestados del 1 de enero a 31 de diciembre de 
2024, por todo concepto de gastos de personal. 
 
ARTÍCULO DECIMO TERCERO: Toda provisión de empleos de los servi-
dores públicos deberá corresponder a los establecidos en la planta de 
personal y prever sus emolumentos, de conformidad con el artículo 
122 de la Constitución Política. Toda provisión de cargos que se haga 
con violación de este mandato carecerá de validez y no creará dere-
cho adquirido. 
 
La vinculación de supernumerarios, por períodos superiores a tres (3) 
meses deberá ser autorizada mediante resolución motivada y suscrita 
por el jefe del respectivo órgano.  En los contratos de prestación de 
servicios, no se podrán pactar prestaciones sociales. 
 
ARTÍCULO DECIMO CUARTO: Los órganos que legalmente puedan 
cancelar cesantías retroactivas y parciales, deberán incluir en la soli-
citud del programa anual de caja, además de los estudios actuariales 

que establezcan el costo de las cesantías pendientes de cancelar, una 
programación especial de pagos en la cual se atienda en forma priori-
taria la cancelación de las cesantías definitivas. 
 
ARTÍCULO DECIMO QUINTO: Los recursos destinados a los programas 
de capacitación y bienestar social no pueden tener por objeto crear o 
incrementar salarios, bonificaciones, sobresueldos, primas, prestacio-
nes sociales, remuneraciones extralegales o estímulos pecuniarios 
ocasionales que la ley no haya establecido para los servidores públi-
cos, ni servir para otorgar beneficios directos en dinero o en especie. 
Los programas de capacitación podrán comprender matrículas de los 
funcionarios que se girarán directamente a los establecimientos edu-
cativos, salvo lo previsto por el artículo 114 de la Ley 30 de 1992, mo-
dificado por el artículo 2o de la Ley 1012 de 2006. Los programas de 
bienestar social y capacitación incluirán los elementos necesarios 
para llevarlos a cabo, con excepción de bebidas alcohólicas. 
 
ARTÍCULO DECIMO SEXTO: De acuerdo con las normas de austeridad 
del gasto público, el Distrito deberá adoptar mediante Acto Adminis-
trativo las restricciones en ellas señaladas. Se prohíben expresamente 
gastos suntuarios tales como: Tarjetas Personales o de Invitaciones, 
Arreglos Florales, Bebidas Alcohólicas, Celebraciones y Festividades 
de carácter Social, entre otras.  
 
ARTÍCULO DECIMO SÉPTIMO: Los bienes que demanden para su fun-
cionamiento y organización las diferentes dependencias constitutivas 
del Distrito de Santa Marta y que hacen parte del Presupuesto Gene-
ral de la entidad territorial deben estar contempladas en el plan anual 
de adquisición de bienes y servicios. Este plan deberá aprobarse por 
el ordenador del gasto y/o la Secretaría General, acorde con las apro-
piaciones autorizadas en el Presupuesto General del Distrito de Santa 
Marta y se modificará cuando las apropiaciones que la respaldan sean 
modificadas. 
 
La adquisición de bienes con cargo al presupuesto de inversión de-
berá cumplir con las normas vigentes sobre la materia. 
 
ARTÍCULO DECIMO OCTAVO: El Gobierno Distrital en el Decreto de 
Liquidación clasificará los ingresos y gastos y definirá estos últimos. 
Así mismo, cuando las partidas se incorporen en numerales rentísti-
cos, secciones, programas y subprogramas que no correspondan a su 
objeto o naturaleza, las ubicará en el sitio que corresponda, para esto 
podrá realizar traslados dentro de la misma sección. 
 
PARÁGRAFO: La Administración Distrital implementará el Catálogo de 
Clasificación Presupuestal para Entidades Territoriales y sus Descen-
tralizadas – CCPET, en el marco de la aplicación de la Resolución 401 
de 2021, Resolución 2323 de 2020, Resolución 1355 de 2020; que mo-
difican la Resolución No. 3832 del 18 de octubre de 2019, “por la cual 
se expide el Catálogo de Clasificación Presupuestal para Entidades Te-
rritoriales y sus Descentralizadas – CCPET”, podrá reclasificar, trasla-
dar y crear rentas en sectores que correspondan de acuerdo a los pro-
gramas, subprogramas y productos de la Metodología General Ajus-
tada, para cumplir con los lineamientos establecidos en Resolución 
401 de 2021, Resolución 2323 de 2020, Resolución 1355 de 2020; que 
modifican la Resolución No. 3832 del 18 de octubre de 2019  . 
 
ARTÍCULO DECIMO NOVENO: La Secretaría de Hacienda Distrital, me-
diante Acto Administrativo motivado realizará las aclaraciones y co-
rrecciones formales necesarias para enmendar los errores de trans-
cripción y aritméticos que figuren en éstas modificaciones, ceñidos en 
el Artículo 45 de la Ley 1437 de 2011, que a la letra dice: “Artículo 45. 
Corrección de errores formales. En cualquier tiempo, de oficio o a pe-
tición de parte, se podrán corregir los errores simplemente formales 
contenidos en los actos administrativos, ya sean aritméticos, de digi-
tación, de transcripción o de omisión de palabras. En ningún caso la 
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corrección dará lugar a cambios en el sentido material de la decisión, 
ni revivirá los términos legales para demandar el acto. Realizada la 
corrección, esta deberá ser notificada o comunicada a todos los in-
teresados, según corresponda”. 
 
ARTÍCULO VIGÉSIMO: Aquellos sujetos de derecho privado que admi-
nistren y recauden recursos que hacen parte del Presupuesto de In-
gresos y Gastos del Distrito de Santa Marta, al igual que las empresa 
industriales y comerciales del orden distrital, así como los departa-
mentos administrativos, enviarán a la Secretaría de Hacienda Distrital 
informes mensuales sobre la ejecución de ingresos y gastos, dentro 
de los diez (10) primeros días hábiles del mes siguiente. 
 
ARTÍCULO VIGÉSIMO PRIMERO: Los compromisos y las obligaciones 
que hagan parte del Presupuesto General del Distrito correspondien-
tes a las apropiaciones financiadas con rentas provenientes de con-
tratos o convenios, sólo podrán ser asumidos cuando éstos se hayan 
perfeccionado. 
 
ARTÍCULO VIGÉSIMO SEGUNDO: A más tardar el 20 de enero de 2024, 
se constituirán las reservas presupuestales y las cuentas por pagar, de 
acuerdo con los saldos registrados a 31 de diciembre de 2023 en el 
software financiero del Distrito de Santa Marta. 
 
Las reservas presupuestales corresponderán a la diferencia entre los 
compromisos y las obligaciones, y las cuentas por pagar por la dife-
rencia entre las obligaciones y los pagos. 
 
PARÁGRAFO PRIMERO. En caso de presentarse un error u omisión en 
el diligenciamiento de la información en el software financiero a 31 
de diciembre de 2023, que impida cumplir los compromisos y obliga-
ciones, éstos se podrán atender con cargo al presupuesto de la vigen-
cia fiscal de 2024, previo el cumplimiento de los ajustes presupuesta-
les necesarios. 
 
PARÁGRAFO SEGUNDO. Constituidas las cuentas por pagar y las re-
servas presupuestales de la vigencia fiscal de 2023, los dineros so-
brantes pasaran a constituirse en los recursos del balance como un 
Superávit Fiscal de la vigencia 2024. 
 
PARÁGRAFO TERCERO. Cuando en el ejercicio fiscal anterior a aquel 
en el cual se prepara el proyecto de presupuesto resultare un déficit 
fiscal, la Secretaría de Hacienda Distrital incluirá las partidas necesa-
rias para saldarlo.   
 
Si los gastos excedieron el cómputo de las rentas y recursos de capital, 
el Gobierno no solicitará apropiaciones para los gastos que estime 
menos urgentes y en cuanto fuera necesario, disminuirá las partidas 
presupuestales. 
 
PARÁGRAFO CUARTO. Las cuentas por pagar y las reservas presupues-
tales correspondientes a la vigencia fiscal de 2022, que no se hayan 
ejecutado a 31 de diciembre de 2023, fenecerán y se constituirán 
como pasivos exigibles vigencias expiradas, las cuales serán incorpo-
radas en el presupuesto de la vigencia 2024. 
 
PARÁGRAFO QUINTO. Cuando a 31 de diciembre de 2023 no se haya 
recibido algún bien o servicio a satisfacción, por situaciones extraor-
dinarias, se pueden constituir reservas presupuestales correspon-
diente a la vigencia presente, siempre y cuando se cuente con los re-
cursos necesarios. Si no se tiene el recurso efectivo, el gasto se regis-
tra como déficit y se atenderá con cargo al presupuesto de la vigencia 
2024 a menos que disponga de la fuente adicional que lo financiará, 
para lo cual el Gobierno Distrital, podrá realizar los ajustes y movi-
mientos presupuestales en los ingresos y gastos para solventar défi-
cits en rentas que no cumplan la meta de recaudo. 

 
PARÁGRAFO SEXTO. Las cuentas por pagar constituidas a 31 de di-
ciembre de 2023 que no cuenten con recursos efectivos para su pago, 
el gasto se registrará como déficit y se atenderá con cargo al presu-
puesto de la vigencia 2024 a menos que disponga de la fuente adicio-
nal que lo financiará, para lo cual el Gobierno Distrital, podrá realizar 
los ajustes y movimientos presupuestales en los ingresos y gastos 
para solventar déficits en rentas que no cumplan la meta de recaudo. 
  
ARTÍCULO VIGÉSIMO TERCERO: Los ingresos y egresos a favor o a 
cargo del Distrito y sus entidades descentralizadas por concepto de 
participaciones en sociedades, concesiones o proyectos cuya ejecu-
ción cubra más de una vigencia fiscal, están incluidas en el presente 
Presupuesto. Sin embargo, si al momento de ser aprobado no se in-
cluyeron algunos, la Secretaría de Hacienda Distrital preparará las mo-
dificaciones necesarias al Presupuesto a fin de abrir los capítulos y 
apropiaciones correspondientes con el objeto de adicionar los mon-
tos respectivos. 
 
ARTÍCULO VIGÉSIMO CUARTO: En consonancia con el Artículo 8º de 
la Ley 819 de 2003, la preparación y elaboración del Presupuesto Ge-
neral del Distrito está sujeto al correspondiente Marco Fiscal de Me-
diano Plazo de manera que las apropiaciones presupuestales aproba-
das por el presente Acuerdo puedan ejecutarse en su totalidad du-
rante la vigencia fiscal 2024. De esta manera, la administración distri-
tal sólo podrá adquirir compromisos cuya ejecución, entendida como 
entrega de bienes o prestación de servicios, se realice en dicha vigen-
cia fiscal.  
 
En los eventos en que se encuentre en trámite una licitación, con-
curso de méritos o cualquier otro proceso de selección del contratista 
con todos los requerimientos legales, incluida la disponibilidad presu-
puestal, y su perfeccionamiento se efectúe en la vigencia fiscal si-
guiente, se atenderá con el presupuesto de esta última vigencia, pre-
vio el cumplimiento de los ajustes presupuestales correspondientes. 
 
PARÁGRAFO PRIMERO: Las apropiaciones de gastos de funciona-
miento, servicio de la deuda e inversión que se incluyan en el Presu-
puesto General del Distrito deben corresponder a acciones o proyec-
tos cuyos bienes o servicios, objeto del gasto, se deben recibir dentro 
de la misma vigencia fiscal. 
 
PARÁGRAFO SEGUNDO: Cuando un órgano requiera celebrar compro-
misos que cubran varias vigencias fiscales deberá obtener la autoriza-
ción del Concejo Distrital para comprometer vigencias futuras previa 
recomendación del Consejo Distrital de Política Fiscal CODFIS. Se po-
drá autorizar vigencias futuras ordinarias y vigencias futuras excep-
cionales, una vez se cumplan los requisitos legales.  
 
PARÁGRAFO TERCERO: Para los efectos previstos en este artículo, se 
considera el proceso de contratación que adelante el distrito como el 
principal medio de ejecución del presupuesto de gastos, por lo cual 
debe planear con base en el Plan Anual Mensualizado de Caja.  
 
PARÁGRAFO CUARTO: El Presupuesto Público en Colombia es de vi-
gencia anual por orden constitucional, y la vigencia fiscal corresponde 
al año calendario por disposición de la ley orgánica de presupuesto: 
El proceso de contratación, principal medio de ejecución del presu-
puesto de gastos, debe planearse de manera acertada. Para ello es 
indispensable: Que los proyectos sean bien formulados con sus cro-
nogramas ajustados y margen de contingencias; que los objetos con-
tractuales sean ejecutables; que la cláusula de duración tenga como 
límite la vigencia fiscal. 
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PARÁGRAFO QUINTO: Los recursos de vigencias futuras necesarios 
para desarrollar estas actividades deberán ser incorporados en los 
proyectos de presupuesto de la vigencia fiscal correspondiente. 
 
ARTÍCULO VIGÉSIMO QUINTO: La Administración Central y los órga-
nos del Distrito quedan autorizados para hacer sustituciones en el 
portafolio de Deuda Pública, siempre y cuando el cambio mejore los 
plazos, intereses u otras condiciones de la misma, y que el resultado 
de estas operaciones no aumente el endeudamiento neto durante la 
vigencia fiscal. Estas operaciones no afectarán el cupo de endeuda-
miento y no tendrán efectos presupuestales. 
 
ARTÍCULO VIGÉSIMO SEXTO: Los recursos correspondientes al Sis-
tema General de Participaciones, aportes del Ministerio de Salud y 
Protección Social, Coljuegos Fosyga (ADRES), otras transferencias 
efectuadas por la Nación y los correspondientes a las demás rentas 
percibidas con destinación especifica, presupuestadas y no ejecuta-
das durante la vigencia fiscal de 2023, se incorporarán al presupuesto 
de la vigencia fiscal 2024 mediante acto administrativo expedido por 
el Alcalde Distrital, destinándolos a los mismos sectores en que esta-
ban presupuestados en la vigencia en que fueron incorporados. 
PARÁGRAFO: Igualmente, se podrán incorporar al presupuesto del 
Distrito de la vigencia 2024, por acto administrativo expedido por el 
alcalde Distrital, el mayor valor que se perciba por concepto de dichos 
ingresos respecto a las estimaciones inicialmente efectuadas, así 
como las apropiaciones financiadas con dichos recursos, según lo se-
ñala la Ley 1176 de 2007 y la Ley 715 de 2001 y demás normas con-
cordantes. 
PARÁGRAFO: de igual forma se podrán incorporar al presupuesto del 
Distrito de la vigencia 2024, por acto administrativo expedido por el 
alcalde Distrital, Los rendimientos financieros de los recursos del sis-
tema general de participaciones que se generen una vez entregados 
a la entidad territorial, se invertirán en el mismo sector para el cual 
fueron transferidos. En el caso de la participación para educación se 
invertirán en mejoramiento de la calidad, En cumplimiento de lo dis-
puesto en el artículo 91 de la Ley 715 de 2001. 
ARTÍCULO VIGÉSIMO SEPTIMO: Las certificaciones de ingresos adicio-
nales requeridas para las respectivas adiciones al presupuesto general 
del Distrito, deberán ser expedidas por Director de Gestión Finan-
ciera, de la Secretaría de Hacienda Distrital, así como, los recursos 
provenientes del ejercicio de cierre de la vigencia fiscal 2023 que se 
configuren en Superávit, se sobreentiende que el cálculo de estos in-
gresos se hace con base en lo efectivamente recaudado, los recursos 
provenientes de convenios y aportes de la nación que se encuentren 
en ejecución desde vigencias anteriores, de igual forma, deberán ser 
incorporados por la administración a la estructura de ingresos y apro-
piaciones respetando la destinación para la cual fueron asignados ini-
cialmente. 
 
ARTÍCULO VIGÉSIMO OCTAVO: Los aportes o transferencias a los es-
tablecimientos públicos, empresa industriales y comerciales del Dis-
trito y agencias o entidades descentralizadas indirectas, deben corres-
ponder con la disponibilidad presupuestal y el Plan Financiero fijado 
para la vigencia fiscal de 2024, las cuales quedan sujetas a las normas 
legales existentes.  En consecuencia, los giros que debe efectuar el 
Distrito de Santa Marta por concepto de transferencias y aportes de-
finidos en las normas legales, serán efectuados sobre la base de lo 
efectivamente recaudado según constancia de la Dirección de Teso-
rería. 
 
ARTÍCULO VIGÉSIMO NOVENO: Las modificaciones al Presupuesto se 
ajustarán estrictamente a lo dispuesto en los Artículos 76° a 88° del 
Literal C del Capitulo XI del Decreto No 111 de 1996 y a las normas 
que las reglamentan, modifiquen y a las sentencias de la Corte Cons-
titucional que se hayan referido al tema”. 
 

ARTÍCULO TRIGÉSIMO: Autorícese a la Administración Distrital para 
incorporar en el Presupuesto General de Ingresos, Gastos e Inversión, 
los recursos correspondientes del fonpet, para pago de nómina de 
mesadas pensionales durante la vigencia 2024. 
 
ARTÍCULO TRIGÉSIMO PRIMERO: Autorícese a la Administración Dis-
trital para efectuar créditos y contracreditos en el Presupuesto Gene-
ral de Gastos e Inversión de la vigencia fiscal 2024, necesarios para la 
correcta ejecución del presupuesto, siempre que estos no modifiquen 
el valor total del presupuesto inicialmente aprobado por el Honorable 
Concejo Distrital.  
 
ARTÍCULO TRIGÉSIMO SEGUNDO: La Administración Distrital imple-
mentará las estrategias necesarias para aumentar la eficiencia del re-
caudo de sus recursos propios; para ello actuará conforme a los linea-
mientos señalados en el Estatuto Tributario y las normas existentes 
relacionadas con la materia. 
 
ARTÍCULO TRIGÉSIMO TERCERO: Autorícese al Alcalde del Distrito Tu-
rístico, Cultural e Histórico de Santa Marta, desde el 1° de enero y 
hasta el 31 de diciembre de 2024, para incorporar por decreto en el 
Presupuesto de Ingresos y Gastos de la vigencia 2024, recursos adi-
cionales correspondientes a los Ingresos Corrientes, entre estos las 
transferencias de orden nacional, tales como: SGP, Coljuegos, Fosyga 
(Adres) y aquellas otras que realiza el Ministerio de Salud. Igualmente, 
el alcalde queda facultado desde el 1° de enero y hasta el 31 de di-
ciembre de 2024 para realizar por acto administrativo los traslados 
presupuestales Créditos y contracréditos, adiciones y reducciones 
que se requieran para la correcta ejecución del presupuesto distrital. 
 
ARTÍCULO TRIGÉSIMO CUARTO: Los gastos de funcionamiento del 
Concejo, Contraloría y Personería deben estar sujetos a los límites es-
tablecidos en la Ley 617 de 2000 y demás normas existentes relacio-
nadas con la materia. 
 
PARÁGRAFO PRIMERO: Los recursos incorporados al Presupuesto Ge-
neral del Distrito de Santa Marta, cuyo propósito sea realizar transfe-
rencias para el funcionamiento del Concejo, Contraloría y Personería 
Distrital, que no hayan sido comprometidos o ejecutados por estos 
entes a 31 de diciembre de 2023, deben ser reintegrados por estos a 
la Secretaría de Hacienda Distrital de Santa Marta, estos recursos re-
integrados corresponden a recursos de capital y hacen parte de los 
ingresos de la Entidad Territorial. Los reintegros deben efectuarse a 
más tardar el 31 de enero de 2024, a favor de la Secretaría de Ha-
cienda Distrital y ésta debe incorporarlos al presupuesto mediante 
Decreto Distrital. 
 
ARTÍCULO TRIGÉSIMO QUINTO: Los ingresos o Rentas incluidas en el 
Presupuesto General de Ingresos y Rentas del Distrito son estimacio-
nes y/o proyecciones de recaudo, las cuales están sujetas a la gestión 
del recaudo y podrán ser modificadas de acuerdo al comportamiento 
de éste. Las apropiaciones incluidas en el Presupuesto General de 
Gastos e Inversión del Distrito son autorizaciones máximas de gasto 
que el Concejo aprueba para ser ejecutadas o comprometidas du-
rante la vigencia fiscal respectiva.   
 
ARTÍCULO TRIGÉSIMO SEXTO: En virtud de la autonomía presupuestal 
a que se refiere la Constitución y la Ley, el Alcalde Distrital y los Direc-
tores o Gerentes de las Entidades descentralizadas que forman parte 
del Presupuesto General del Distrito tendrán la capacidad de contra-
tar y comprometer a nombre de la persona jurídica de la cual hagan 
parte, y ordenar el gasto en desarrollo de las apropiaciones incorpo-
radas en el presupuesto.  
 
ARTÍCULO TRIGÉSIMO SEPTIMO: Cuando se trate de Desarrollar y Eje-
cutar Políticas, Programas, Proyectos o Acciones orientadas a mejorar 
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el Activo Social del Distrito en materia tales como Fortalecimiento Ins-
titucional, Cambio Organizacional, Gobierno en Línea, Política Pública 
Social, Proyectos Estratégicos de Desarrollo Urbano,  Recuperación de 
la Gobernabilidad Democrática y la Cultura Ciudadana, entre otras, y 
que requieran el apoyo del Gobierno Nacional y/o Agencias y Orga-
nismos de Cooperación Internacional, el Alcalde del Distrito está au-
torizado, para realizar todos los Convenios y de realizar todas y  cada 
una de las Gestiones previas correspondientes de conformidad con lo 
estipulado en la Ley 1551 de 2012. 
 
PARÁGRAFO: Los recursos que en virtud de las gestiones que se desa-
rrollen con base en el presente Artículo y que se perciban de las enti-
dades nacionales u organismos internacionales, se adicionará al Pre-
supuesto General de Ingresos, Gastos e Inversión del Distrito.    
 
ARTICULO TRIGÉSIMO OCTAVO: Se autoriza al Alcalde para modificar 
la clasificación presupuestal y ajustarse al formato único territorial de 
que trata el Decreto 3402 de 2007, teniendo en cuenta el Software o 
aplicativo en el cual se deben realizar o registrar las operaciones y 
transacciones financieras y administrativas, y no se podrán realizar 
operaciones, actuaciones, hechos y actos por fuera del software fi-
nanciero el cual será de uso obligatorio incluyendo la totalidad de sus 
dependencias. 
 
ARTICULO TRIGÉSIMO NOVENO: El Fondo Distrital para la Gestión de 
Riesgos de Desastres, el Fondo Distrital de Seguridad y el Fondo de 
Desarrollo Local, serán cuentas especiales independientes, técnicas, 
administrativa, financiera y contablemente, dentro del presupuesto 
general del Distrito de Santa Marta, conforme al artículo segundo del 
presente Acuerdo.  
 
ARTÍCULO CUADRAGÉSIMO: Para efectos de la ejecución presupues-
tal se adoptan las siguientes definiciones: 
 
1. GASTOS DE FUNCIONAMIENTO: Financiado con los ingresos de libre 
destinación, conformados por ingresos tributarios e ingresos no tribu-
tarios. Estos recursos deben garantizar la estructura de financiación 
del nivel de gasto de funcionamiento, esto es, los servicios persona-
les; los aportes parafiscales; las contribuciones de nómina; la nómina 
de pensionados; el nivel de gastos generales y las transferencias lega-
les al concejo, la personería y la contraloría. 
 
1.1. Gastos de personal: Se refieren a los gastos que se deben 
hacer como contraprestación de los servicios que reciben los órganos 
incorporados en el presupuesto del Distrito, sea por una relación legal 
o reglamentaria o de carácter laboral. Dichos gastos comprenden: 
 
Servicios personales asociados a la nómina: Comprende la remunera-
ción por conceptos de sueldos y demás factores salariales legalmente 
establecidos de los empleados oficiales vinculados a la planta de per-
sonal, tales como: sueldo personal de nómina que comprende la asig-
nación básica para retribuir la prestación de los servicios de los em-
pleados públicos debidamente posesionados en los cargos de planta. 
Incluye los incrementos de dichos conceptos; prima de navidad; in-
demnización por vacaciones; auxilio de transporte; bonificación por 
dirección al alcalde; bonificación de recreación, bonificación por ser-
vicios prestados, Bonificación por Gestión Territorial, prima de vaca-
ciones; prima de servicios, prima de alimentación, horas extras, Re-
cargo Nocturno y días festivos, dotación y pagos directos de cesantías 
parciales y/o Definitivas. 
 
Servicios Personales Indirectos: Son gastos destinados al pago de ser-
vidores públicos que no tienen el carácter de empleado y prestan ser-
vicios que no pueden ser atendidos por personal de planta.  Incluye 
remuneración de personal vinculado en forma ocasional, a saber:  
 

- Remuneración de Servicios Técnicos: Corresponde al pago por servi-
cios calificados que no pueden ser atendidos por personal de planta 
o que requieren conocimientos especializados. 
 
- Honorarios Profesionales: Con cargo a esta apropiación se deberán 
realizar los pagos correspondientes a los miembros de juntas o con-
sejos directivos asesores y especializados y profesionales cuando no 
sean empleados. 
 
- Supernumerarios: Corresponden a la remuneración del personal que 
la Ley autorice vincular para suplir a los empleados públicos en caso 
de licencia o vacaciones o para desarrollar actividades transitorias. 
 
- Contribuciones Inherentes a la Nómina: Tienen como base la nómina 
del personal de planta y se destinan así: Aportes para Cesantías, Apor-
tes para Pensiones, Aportes para Salud, Aportes ARL e intereses de 
cesantías. 
 
- Aportes Parafiscales: Tienen como base la nómina del personal de 
planta y se destinan así: cajas de compensación familiar, SENA, ESAP, 
ICBF, escuelas industriales, otros aportes de Ley. 
 
- Otros Gastos de Personal Asociados a la Nómina: Valor de los otros 
servicios personales asociados a la nómina que no están relacionados 
en los conceptos anteriores. 
 
1.2. Gastos Generales: Son los relacionados con la adquisición de bie-
nes y servicios necesarios para que los órganos que forman parte del 
presupuesto general del Distrito cumplan con las funciones asignadas 
por la Constitución y la Ley y con el pago de los impuestos y multas a 
que estén sometidos legalmente. Dichos gastos generales compren-
den:  
 
1.2.1. Adquisición de bienes (compra de equipos, materiales y sumi-
nistros). 
 
1.2.2. Adquisición de servicios (viáticos y gastos de transporte y de 
viaje, servicios públicos, comunicación y transporte, impresos y publi-
caciones, arrendamientos, seguros, sistematización, comisiones por 
recaudo de Impuesto Predial e Ica y gastos bancarios y fiduciarios, 
mantenimiento y reparaciones, capacitación, gastos de bienestar so-
cial y salud ocupacional, servicio de vigilancia, servicio de aseo, servi-
cio de aseo de mensajería, publicidad, inhumación de cadáveres, de-
voluciones, impuestos y multas, entre otros). 
 
1.3. Transferencias Corrientes: Son gastos destinados para cubrir el 
pago de:  
 
1.3.1 Pensionados (Mesadas pensiónales, Cuotas Partes de mesadas 
Pensiónales, Pago de Bonos Pensiónales, Fonpet). 
 
1.3.2. Sentencias y Conciliaciones: Pagos que hace la entidad en aca-
tamiento de un fallo Judicial, de un mandamiento ejecutivo y/o una 
Conciliación para resarcir el derecho de un tercero. 
 
1.3.3. Gastos por el Fondo de Contingencias: Pagos realizados sobre 
pasivos clasificados como contingencias. 
 
1.3.4. Los que se transfieren a órganos u entidades públicas o privadas 
con fundamento en un mandato legal (Federación Colombiana de 
Municipios, Asociación Colombiana de Ciudades Capitales). 
 
2.  SERVICIO DE LA DEUDA PUBLICA INTERNA: Tiene por objeto aten-
der el cumplimiento de las obligaciones correspondientes al pago de 
capital, los intereses, las comisiones y los demás gastos originados en 
operaciones de crédito público que incluyen los gastos necesarios 
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para la consecución de los créditos externos, realizados conforme a la 
Ley. 
 
3. INVERSIÓN SOCIAL EFECTIVA: Son gastos productivos que generan 
riqueza, o bien, que contribuyen a mejorar el bienestar general y sa-
tisfacer las necesidades de las personas, desde el punto de vista de la 
inversión social, conforme a las finalidades del Estado. Se caracterizan 
por su retorno en término de beneficio económico o social inmediato 
y futuro.  
 
También son los que tienden a aumentar la disponibilidad del capital 
fijo, es decir, que pueden ser entendidos como erogaciones económi-
camente productivas o que tengan cuerpo de bienes de utilización 
perdurable (bienes de capital), o bien aquellos gastos destinados a 
crear infraestructura y/o activo social. Conforme lo dispuesto en el 
Artículos 350º y 357º de la Constitución Política, los recursos prove-
nientes del Sistema General de Participaciones, de los Programas y 
proyectos cofinanciados con la Nación, el Departamento o Entidades 
de Derecho Público, Nacionales o Extranjeras, al igual que las contra-
partidas que corresponda aportar al Distrito, se considerarán como 
Gasto Público Social y tendrán prioridad sobre cualquier otra asigna-
ción. Comprende los programas: educación, salud, agua potable y sa-
neamiento básico, recreación, deporte, arte, cultura, transporte, am-
biental, movilidad, equipamiento, promoción social, promoción del 
desarrollo, desarrollo comunitario, justicia y seguridad, fortaleci-
miento institucional, vivienda, agropecuario, emergencia y desastre, 
turismo, alimentación escolar, entre otros. 
 
Además de las transferencias y pagos a terceros, que son recursos de 
destinación específica que se transfieren a los órganos que forman 
parte del presupuesto del Distrito a entidades públicas o privadas con 
fundamento en un mandato legal. 
 
ARTÍCULO CUADRAGÉSIMO PRIMERO: Corresponde a la administra-
ción distrital dictar el Decreto de Liquidación del Presupuesto General 
del Distrito, para lo cual tendrá en cuenta todas las normas vigentes 
relacionadas con la temática. La administración distrital a considera-
ción del Concejo Distrital Insertará las modificaciones a las que se ha-
yan llegado.  
 
CAPÍTULO III. DEL NIVEL DESCENTRALIZADO 
 
ARTÍCULO CUADRAGÉSIMO SEGUNDO: El nivel descentralizado del 
Distrito de Santa Marta está constituido por establecimientos públi-
cos, encargados principalmente de atender funciones administrativas 
y de prestar servicios públicos conforme a las reglas del Derecho Pú-
blico, Empresas Industriales y Comerciales del Distrito, encargadas de 
desarrollar actividades de naturaleza industrial o comercial y de ges-
tión económica conforme a las reglas del Derecho Privado (Civil y Co-
mercial), y Corporaciones, Asociaciones, Fundaciones (Agencias), en-
cargadas de temas puntuales de mejoramiento de la comunidad y la 
ciudad, bajo reglas de Derecho Privado (Civil).   
 
 
ARTÍCULO CUADRAGÉSIMO TERCERO: El presupuesto de ingresos de 
los Establecimientos Públicos y las Empresas Industriales y Comercia-
les, comprende la disponibilidad inicial, los ingresos corrientes que se 
esperan recaudar durante la vigencia fiscal y los recursos de capital. 
El presupuesto de las empresas podrá incluir la totalidad de los cupos 
de endeudamiento autorizados por el Gobierno.  El presupuesto de 
gastos comprende las apropiaciones para gastos de funcionamiento, 
servicio de la deuda y gastos de inversión que se causen durante la 
vigencia fiscal respectiva.  
 
La causación del gasto debe contar con la apropiación presupuestal 
correspondiente, así su pago se efectúe en la siguiente vigencia fiscal. 

El pago deberá incluirse en el presupuesto del año siguiente como una 
cuenta por pagar. 
 
ARTÍCULO CUADRAGÉSIMO CUARTO: Para el caso de los estableci-
mientos públicos (Institutos), la ordenación del gasto será del Repre-
sentante Legal de cada uno.  
 
ARTÍCULO CUADRAGÉSIMO QUINTO: Para el caso de las empresas in-
dustriales y comerciales del Distrito, la disponibilidad final corres-
ponde a la diferencia existente entre el presupuesto de ingresos y el 
presupuesto de gastos. 
 
Las empresas industriales y comerciales del Distrito enviarán a la Se-
cretaría de Hacienda para su preparación el presupuesto de ingresos 
y gastos y sus modificaciones, con base en los anteproyectos presen-
tados por las empresas. Para los gastos de inversión se requiere del 
concepto favorable de Planeación.  
 
La responsabilidad de la aprobación del presupuesto de ingresos y 
gastos de las Empresas, será de la Junta o Consejo Directivo.  
 
En la distribución se dará prioridad a los sueldos de personal, presta-
ciones sociales, servicios públicos, seguros, mantenimiento, senten-
cias, pensiones y transferencias asociadas a la nómina.  
  
ARTÍCULO CUADRAGÉSIMO SEXTO: Las adiciones, traslados o reduc-
ciones que modifiquen el valor total de los gastos de funcionamiento, 
servicio de la deuda y gastos de inversión de las empresas que afecten 
el presupuesto de las mismas, las juntas o consejos directivos harán 
los ajustes presupuestales correspondientes, mediante acuerdo, los 
cuales deberán enviarse a la Secretaria de Hacienda para su informa-
ción y seguimiento.  
 
OTRAS DISPOSICIONES 
 
ARTÍCULO CUADRAGÉSIMO SEPTIMO: Cuando en vigencias anteriores 
no se haya realizado el pago de obligaciones adquiridas con las for-
malidades previstas en el Estatuto Orgánico del Presupuesto del Dis-
trito y demás normas que regulan la materia y sobre los mismos no se 
haya constituido la reserva presupuestal o la cuenta por pagar corres-
pondiente, se podrá crear el rubro “Pasivos Exigibles - Vigencias Expi-
radas”, incorporarlos al presupuesto 2024 y con cargo a éste, ordenar 
el pago. 
 
También procederá la operación presupuestal prevista en el inciso an-
terior, cuando el pago no se hubiere realizado pese a haberse consti-
tuido oportunamente la reserva presupuestal o la cuenta por pagar 
en los términos previstos en el Estatuto Orgánico de Presupuesto del 
Distrito. 
 
El mecanismo previsto en el primer inciso de este artículo también 
procederá cuando se trate del cumplimiento de una obligación origi-
nada en la ley, exigible en vigencias anteriores, aún sin que medie cer-
tificado de disponibilidad presupuestal ni registro presupuestal. 
 
En todo caso, el funcionario responsable de la verificación del cumpli-
miento de los requisitos certificará previamente el cumplimiento de 
los requisitos señalados en este artículo. 
 
ARTÍCULO CUADRAGÉSIMO OCTAVO: Los órganos y secciones que ha-
cen parte del Presupuesto del Distrito de Santa Marta podrán pagar 
los fallos de tutela con cargo al rubro que corresponda a la naturaleza 
del negocio fallado, igualmente, los contratos de transacción se impu-
tarán con cargo al rubro afectado inicialmente con el respectivo com-
promiso. 
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Para pagarlos, en primer lugar, se deben efectuar los traslados presu-
puestales requeridos, con cargo a los saldos de apropiación disponi-
bles durante la vigencia fiscal en curso. 
 
Los establecimientos públicos deben atender las providencias que se 
profieran en su contra, en primer lugar, con recursos propios reali-
zando previamente las operaciones presupuestales a que haya lugar. 
 
Con cargo a las apropiaciones del rubro por el cual se pagan senten-
cias y conciliaciones, se podrán pagar todos los gastos originados en 
los tribunales de arbitramento, así como las cauciones o garantías 
bancarias o de compañía de seguros que se requieran en procesos ju-
diciales, sentencias, laudos, conciliaciones, transacciones y providen-
cias de autoridad jurisdiccional competente, en contra de la Adminis-
tración Distrital y a favor de terceros. 
 
ARTÍCULO CUADRAGÉSIMO NOVENO: En el presupuesto de cada vi-
gencia del Distrito de Santa Marta, se asignarán los aportes destina-
dos a los establecimientos públicos, lo que constituyen la autorización 
máxima de gastos de la administración central en dichas entidades 
descentralizadas y sólo existirá obligación económica con tales enti-
dades hasta las partidas apropiadas en el presupuesto anual del Dis-
trito, destinadas a ejecutarse como transferencias, después de aten-
der los conceptos consignados como prioritarios en el Estatuto Orgá-
nico de Presupuesto Distrital. Los pagos de dichos aportes se harán 
por el valor asignado mensualmente en el PAC de Gastos. 
 
ARTÍCULO QUINCUAGÉSIMO: Devoluciones y/o Compensaciones. 
Cuando se generen pagos de mayores valores por cualquier concepto 
y una vez surtido el respectivo proceso para su devolución, indepen-
dientemente de la vigencia en la cual se haya recaudado la renta, las 
devoluciones y/o compensaciones de los saldos a favor que se reco-
nozcan, originados en declaraciones tributarias, pagos en exceso o de 
lo no debido, se registrarán en el período en que se pague o abone en 
cuenta, el Gobierno Distrital, realizará los movimientos y apropiacio-
nes para atenderlas si no alcanza lo inicialmente presupuestado. 
 
ARTÍCULO QUINCUAGÉSIMO PRIMERO: Será responsabilidad de la Di-
rección de Tesorería de la Secretaría Hacienda Distrital, la elaboración 
del PAC; seguimiento y ejecución de las Cuentas por pagar de la vi-
gencia fiscal respectiva, con la participación de todos los ejecutores 
del Presupuesto General del Distrito. El seguimiento a la ejecución de 
las reservas presupuestales será responsabilidad de la Oficina de Ges-
tión Presupuestal. 
 
ARTÍCULO QUINCUAGÉSIMO SEGUNDO: Toda solicitud de disponibili-
dad presupuestal - que afecte programas de Inversión, deberá estar 
amparada en un proyecto de inversión debidamente inscrito en el 
Banco de Programas y Proyectos del Distrito. 
 
ARTÍCULO QUINCUAGÉSIMO TERCERO: El seguimiento al pleno cum-
plimiento de los requisitos presupuestales en la ejecución de los con-
tratos será ejercido por los supervisores, interventores o quienes ha-
gan sus veces, como una función principal que hace parte del control 
y vigilancia integral de los contratos y convenios, dirigida a proteger 
al Distrito en su patrimonio. 
 
Es función de los supervisores, interventores o quienes hagan sus ve-
ces, constatar que el gasto se efectúe de manera ajustada a la desti-
nación, condiciones y montos previstos en el contrato, y con el pleno 
cumplimiento de los requisitos presupuestales. Igualmente ejercerán 
un estricto control sobre el manejo e inversión que el contratista dé a 
los dineros entregados a título de anticipo. 
 
Los supervisores, interventores o quienes hagan sus veces, aportarán 
oportunamente la información que se requiera para que todo acto 

que se celebre en desarrollo de los contratos y convenios que su-
ponga ejecutar el presupuesto esté debidamente soportado y regis-
trado en los términos del Estatuto Orgánico de Presupuesto del Dis-
trito, las normas que lo reglamenten y el manual de Interventoría. 
 
ARTÍCULO QUINCUAGÉSIMO CUARTO: Para la formulación de proyec-
tos de inversión la Administración Distrital en virtud del articulo 361 
de la Ley 2294 de 2023 implementara para la vigencia fiscal 2024 el 
Trazador Presupuestal para la Equidad de las Mujeres como herra-
mienta de gestión que permita realizar seguimiento y focalizar el 
gasto en los programas y proyectos de cada sector que impactan a la 
población de mujeres del Distrito de Santa Marta.   
PARAGRAFO: La Secretaria de la Mujer y Equidad de Género con el 
apoyo de la Secretaría de Planeación Distrital, haciendo uso del Tra-
zador Presupuestal para la Equidad de las Mujeres lideraran la pre-
sentación semestral de un informe de gestión donde de cuenta de la 
ejecución de proyectos y recursos que impactan a la población mujer 
del Distrito de Santa Marta con el fin de garantizar que la Administra-
ción Distrital logre identificar los esfuerzos del Distrito en términos de 
inversión y adopción de acciones o políticas públicas con perspectiva 
de género y con ello realice acciones orientadas al cierre de brechas 
de género y garantía de los derechos de las mujeres. 
ARTÍCULO QUINCUAGÉSIMO QUINTO:  Hacen parte integral del pre-
sente Acuerdo los Anexos No 1.- Correspondiente a las Asignaciones 
Civiles de la Administración Distrital, No. 2.- El Marco Fiscal de Me-
diano Plazo No 3.- Correspondiente al Plan Operativo Anual de Inver-
siones para la vigencia fiscal del año 2024. 
 
ARTÍCULO QUINCUAGÉSIMO QUINTO: El presente Acuerdo rige a par-
tir de la fecha de su publicación y surte efectos fiscales a partir del 
primero (1) de enero de dos mil veinticuatro (2024). 
 
 
PUBLÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE 
Dado en el Distrito Turístico, Cultural e Histórico de Santa Marta, a 
Treinta (30) día del mes de noviembre del año Dos Mil Veintitrés 
(2023)   
 
EFRAÍN DAVID LOZANO DUEÑAS 
Presidente Concejo Distrital de Santa Marta 
 
DARIO JOSE LINERO MEJIA 
Secretario General del Concejo Distrital de Santa Marta. 
 
CONCEJO DISTRITAL.- SECRETARIA GENERAL.- Distrito de Santa 
Marta, a los treinta (30) día del mes de noviembre del año Dos Mil 
Veintitrés (2023).  El suscrito Secretario General del Honorable Con-
cejo Distrital de Santa Marta.- 
 
CERTIFICA.- Que el presente Acuerdo surtió los dos (2) debates de ri-
gor en fechas y sesiones diferentes 
 
DARIO JOSE LINERO MEJIA 
Secretario General del Concejo Distrital de Santa Marta. 
 
Revisó: 
Diana Baños Barón 
Profesional Especializado 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
  

 

EDICIÓN 093 

10 

 
 
SANCIÓN 
La Alcaldesa Distrital de Santa Marta, en ejercicio de lo dispuesto en 
el artículo 76 de la Ley 136 de 1994 y las constancias que preceden, 
procede a sancionar el 
 
ACUERDO No. 009 
(13 Diciembre de 2023) 
 
“POR EL CUAL SE EXPIDE EL PRESUPUESTO GENERAL DE INGRESOS, 
RENTAS, GASTOS E INVERSION DEL DISTRITO, TURISTICO, CULTURAL 
E HISTORICO DE SANTA MARTA PARA LA VIGENCIA 2024.” 
 
Para constancia se firma en el Distrito Turístico Cultural e Histórico de 
Santa Marta a los trece (13) días del mes de diciembre de 2023 
 
PUBLIQUESE Y CÚMPLASE 
 
VIRNA LIZI JOHNSON SALCEDO 
Alcaldesa Distrital 
 
Proyectó: Bertha Lorena Vizcaíno Linero – Directora Jurídica Distrital 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
Proyecto de Acuerdo No. 019-2023 
 
ACUERDO NUMERO 010 
Fecha: 13 de diciembre de 2023 
 
“POR MEDIO DEL CUAL SE ADOPTA LA POLÍTICA PÚBLICA DISTRITAL 
INDIGENA DEL DISTRITO TURÍSTICO, CULTURAL E HISTÓRICO DE 
SANTA MARTA Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES.” 
 
EL CONCEJO DISTRITAL DE SANTA MARTA, en uso de sus facultades 
constitucionales y legales en particular las que le otorgan los artículos 
13, 44, 45, 47, 54, 68 y 315 de la Constitución Política de Colombia, 
Ley 361 de 1997, el artículo 25, 26, 27, 28 de la ley 1617 de 2013, y la 
Ley Estatutaria 1757 de 2015,  
 
 
CONSIDERANDO 
 
Que el artículo 1 de la Constitución Política de 1991, establece que 
Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de Re-
pública unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades te-
rritoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el res-
peto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las per-
sonas que la integran y en la prevalencia del interés general. 
 
Que el artículo 7 de la carta magna del 91, establece que el Estado 
reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la Nación colom-
biana  
 
Que el artículo 13 de la carta dispone que todas las personas nacen 
libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las 
autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportuni-
dades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen 
nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. El Es-
tado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efec-
tiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o margina-
dos. (...)".  
 
Que el artículo 18 de la Constitución Política de 1991, estipula que “se 
garantiza la libertad de conciencia. Nadie será molestado por razón 
de sus convicciones o creencias ni compelido a revelarlas ni obligado 
a actuar contra su conciencia. 
. 
Que el artículo 72 de la carta magna contempla que “ el patrimonio 
cultural de la Nación está bajo la protección del Estado. El patrimonio 
arqueológico y otros bienes culturales que conforman la identidad na-
cional, pertenecen a la Nación y son inalienables, inembargables e im-
prescriptibles. La ley establecerá los mecanismos para readquirirlos 
cuando se encuentren en manos de particulares y reglamentará los 
derechos especiales que pudieran tener los grupos étnicos asentados 
en territorios de riqueza arqueológica. 
 
Que el artículo 328 de la Cp de 1991, estipula que el Distrito Turístico 
y Cultural de Cartagena de Indias y el Distrito Turístico, Cultural e His-
tórico de Santa Marta conservarán su régimen y carácter. 
 
Que el artículo 329 de la misma norma, establece que “La conforma-
ción de las entidades territoriales indígenas se hará con sujeción a lo 
dispuesto en la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial, y su deli-
mitación se hará por el Gobierno Nacional, con participación de los 
representantes de las comunidades indígenas, previo concepto de la 
Comisión de Ordenamiento Territorial. 
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Que el Estado Colombiano suscribió el Convenio 169 de 1989 de la 
OIT "Sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes", ra-
tificado por Colombia a través de la Ley 21 de 1991, reconoce los de-
rechos de los pueblos tribales cuyas condiciones sociales, culturales y 
económicas los distinguen de otros sectores de la población nacional, 
y donde se asume el compromiso de aplicar el enfoque diferencial y 
las acciones positivas en beneficio de estas poblaciones. 
 
i. Que la Resolución 0136 de febrero de 2023, esta norma es-
tablecida por el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, esta-
blece una ampliación del territorio del Parque Nacional Natural Sierra 
Nevada de Santa Marta un área ubicada en los municipios Aracataca, 
Ciénaga, Fundación y Santa Marta en el departamento del Magda-
lena, Dibulla en el departamento de La Guajira, Pueblo Bello y Valle-
dupar en el departamento del Cesar. En ese sentido, esta norma, es-
tablece que Para los Arhuaco (Iku), los Kogui (Kággaba), los Wiwa y los 
Kankuamo, la Sierra Nevada de Santa Marta es el origen, el comienzo 
y el centro del mundo. El territorio ancestral de la Sierra Nevada es 
pensamiento (nivel espiritual) y es realidad material, la tarea principal 
para la existencia de los cuatro Pueblos es cuidar y velar por que esta 
permanezca. La relación entre los principios de la vida a nivel espiri-
tual y con la vida a nivel material se ejerce a través del orden ancestral 
del territorio visto como una gran red y tejido de espacios sagrados 
conectados con la Ley de Origen.  
Que la Corte Constitucional por decisión unánime a través de la Sala 
Plena de la Corte Constitucional declaró la inconstitucionalidad de los 
artículos 6 y 15 de la Ley 2200 de 2022. El primero de estos artículos 
facultaba a los Gobernadores Departamentales para ejercer la admi-
nistración de las Áreas no Municipalizadas, es decir, áreas que histó-
ricamente han sido Territorios Indígenas y que viven un proceso de 
transición hacia Entidades Territoriales para ser parte de la organiza-
ción política y administrativa del Estado, junto con los distritos, muni-
cipios y departamentos, de acuerdo con la Constitución. El segundo 
de ellos permitía que las Asambleas Departamentales o el presidente 
de la República elevara a municipios estos Territorios Indígenas sin 
que se cumplieran los requisitos generales previamente establecidos 
por la Ley 136 de 1994 y la ley 617 del 2000, 
 
De conformidad con lo anterior, el Concejo Distrital de Santa Marta,  
 
 
ACUERDA: 
 
TÍTULO I 
ADOPCIÓN, CONCEPTO, DEFINICIONES, ÁMBITO DE APLICACIÓN Y 
ENFOQUES DE LA POLÍTICA PÚBLICA DISTRITAL INDIGENA 
 
ARTÍCULO 1°. OBJETO. Adóptese la política pública distrital Indígena 
2023-2035 para garantizar los derechos de la población indígena, sus 
familias y sus personas que habitan residen y conviven en el distrito 
turístico, cultural e histórico de Santa Marta en el periodo 2023-2035. 
 
ARTÍCULO 2. CONCEPTO. La Política Pública Distrital Indígena 2023-
2035 de Santa Marta es un instrumento de planeación territorial 
orientado a establecer, planificar, gestionar y ejecutar las acciones de 
gobierno en las dimensiones ambiental, social, económica, cultural, 
institucional que buscan reducir los desequilibrios de este grupo po-
blacional, que permita elevar el nivel de vida en el corto y mediano 
plazo. 
 
ARTÍCULO 3. DEFINICIONES. Para efectos del presente Acuerdo, se de-
finen los siguientes conceptos: 
 

Para la aplicación e interpretación de la presente norma se adoptan 
unas definiciones que ayudarán a contextualizar y comprender el pro-
ceso de construcción de la Política Pública Distrital Indígena de Santa 
Marta 2023-2035 desde una percepción global: 
Ancestralidad: Es el vínculo o la relación con el origen espiritual o cul-
tural que por derecho de los padres ancestrales o antepasados equi-
vale a la herencia histórica que se transfiere de generación en gene-
ración en los pueblos y comunidades indígenas, a través de sus formas 
de vida y tradición oral. 
 
Alta Consejería para la Sierra Nevada y la Zona Rural: Hace referencia 
a la dependencia responsable de la política pública indígena distrital 
de Santa Marta y los asuntos internos relacionados con los pueblos 
étnicos asentados en el entorno distrital, su función principal es la in-
terlocución desde la institucionalidad con los actores, sectores y gru-
pos de interés con incidencia integral y especifica con las comunida-
des étnicas de Santa Marta. 
 
Autoridad Tradicional: Las autoridades tradicionales son los miem-
bros de una comunidad indígena que ejercen, dentro de la estructura 
propia de la respectiva cultura, un poder de organización, gobierno, 
gestión o control social 
 
Avalúo Catastral: Determinación del valor de los predios para efectos 
fiscales y tributarios, obtenido mediante investigación y análisis esta-
dístico del mercado inmobiliario (Agencia Nacional de Tierras, 2019). 
 
Banco de Proyectos: Sistema de información que permite, mediante 
el uso de criterios técnicos, definir los requisitos para la realización de 
proyectos de inversión y adelantar un seguimiento sistemático de 
cada una de las etapas de los proyectos en desarrollo. Constituye una 
herramienta central en la asignación eficiente de recursos y en el for-
talecimiento de la programación integral de la inversión pública. 
 
Cabecera Municipal: Delimitación geográfica definida por el DANE 
para fines estadísticos, alusiva al área geográfica delimitada por el pe-
rímetro censal. A su interior se localiza la sede administrativa del mu-
nicipio, es decir la Alcaldía. 
 
Cabildo Indígena: Es una entidad pública especial, cuyos integrantes 
son miembros de una comunidad indígena, elegidos y reconocidos 
por ésta, con una organización socio política tradicional, cuya función 
es representar legalmente a la comunidad, ejercer la autoridad y rea-
lizar las actividades que le atribuyen las leyes, sus usos, costumbres y 
el reglamento interno de cada comunidad. 
 
Centro Poblado: Definición construida por el DANE para fines estadís-
ticos, cuyo alcance es la localización geográfica de núcleos o asenta-
mientos de población. Se determina cuando hay una concentración 
mínima de veinte (20) viviendas contiguas, vecinas o adosadas entre 
sí, ubicada en el área resto municipal o en un corregimiento departa-
mental. Dicha concentración presenta características tales como la 
delimitación de vías vehiculares y peatonales. Este concepto contem-
pla caseríos, inspecciones de policía y corregimientos municipales. 
 
Catastro Multipropósito: Sistema basado en el predio, que contiene o 
integra los componentes físico, jurídico, económico y el aspecto ma-
terial (información de las relaciones de hecho que no constituyen de-
rechos reales materiales), para usos múltiples. Entre los fines más re-
levantes sobresalen: la gestión pública multisectorial, la formalización 
y seguridad jurídica de la propiedad inmueble, la transparencia y agi-
lidad del mercado de tierras, la eficiencia en la gestión fiscal, la inter-
operabilidad entre sistemas de información y la disposición de infor-
mación para la habilitación espacial de la sociedad (DNP, CONPES 
3958 de 2019). 
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Comunidad o parcialidad Indígena: Es el grupo o conjunto de familias 
de ascendencia amerindia, que tienen conciencia de identidad y com-
parten valores, rasgos, usos o costumbres de su cultura, así como for-
mas de gobierno, gestión, control social o sistemas normativos pro-
pios que la distinguen de otras comunidades, tengan o no títulos de 
propiedad, o que no puedan acreditarlos legalmente, o que sus res-
guardos fueron disueltos, divididos o declarados vacantes.  
 
Consejo Comunitario: Es una unidad administrativa que puede admi-
nistrar una zona designada, en Colombia típicamente al nivel local. La 
forma más común de Consejo Comunitario es el Consejo Comunitario 
de Tierras de Comunidades Negras. El artículo 5º de la Ley 70 de 1993 
establece como funciones de los Consejos Comunitarios: i) delimitar 
y asignar áreas al interior de las tierras adjudicadas; ii) velar por la 
conservación y protección de los derechos de la propiedad colectiva, 
la preservación de la identidad cultural, el aprovechamiento y la con-
servación de los recursos naturales; iii) escoger al representante legal 
de la respectiva comunidad en cuanto a persona jurídica y iv) hacer 
de amigables componedores en los conflictos internos de concilia-
ción. Asimismo, se define su representatividad en el Decreto Regla-
mentario 1745 de 1995. (DNP, 2016). 
Consejo Indígena: es un mecanismo de gobierno propio, de organiza-
ción y de autoridad de los pueblos indígenas del país sobre sus terri-
torios y comunidades, acorde con el artículo 330 de la CP de 1991.  
 
Consulta previa: Es el derecho fundamental que tienen los grupos ét-
nicos, de poder decidir sobre medidas (legislativas y administrativas) 
o proyectos, obras o actividades que se vayan a realizar dentro de sus 
territorios, buscando de esta manera proteger su integridad cultural, 
social y económica y garantizar el derecho a la participación. Este me-
canismo de participación es un derecho constitucional colectivo y un 
proceso de carácter público especial y obligatorio que debe realizarse 
previamente, siempre que se vaya a adoptar, decidir o ejecutar alguna 
medida administrativa o proyecto público o privado, susceptible de 
afectar directamente las formas de vida de los grupos étnicos nacio-
nales en sus aspectos territorial, ambiental, cultural, espiritual, social, 
económico y de salud, y otros aspectos que incidan en su integridad 
étnica (Ministerio del Interior, 2019). 
 
Consejo Territorial de Cabildos ; es un espacio y una instancia política 
de los cuatro pueblos que no nace en el año de 1999, sino que viene 
dado desde nuestros orígenes y forma parte de los principios funda-
mentales de la Ley de Origen que da vida a nuestros cuatro pueblos. 
Como espacio político, el Consejo Territorial de Cabildos, responde a 
las circunstancias actuales de las relaciones entre indígenas y estado, 
pues la realidad nos ha demostrado que, en el marco de la unidad de 
criterios, se hace más efectiva la aplicabilidad de las acciones concer-
tadas hacia el fin común para nuestro territorio, es decir, la conserva-
ción, la unidad territorial y la permanencia de las culturas, (Confede-
ración Indígena Tayrona, 2003). 
 
Comisión Nacional de Territorios Indígenas: espacio de interlocución 
y concertación entre los pueblos indígenas y el gobierno nacional, con 
el fin de tratar temas relacionados con la garantía y goce efectivo de 
los derechos territoriales de los pueblos y comunidades indígenas 
(Decreto 1397 de 1996). 
  
Derecho indígena: El derecho indígena es un “derecho vivo, dinámico, 
no escrito, el cual a través de su conjunto de normas regula los más 
diversos aspectos y conductas del convivir comunitario. A diferencia 
de lo que sucede con la legislación oficial, la legislación indígena es 
conocida por todo el pueblo, es decir que existe en una socialización 
en el conocimiento del sistema legal, una participación directa en la 
administración de la justicia, en los sistemas de rehabilitación, que 
garantizan el convivir armónico. El derecho indígena, que tiene su 

propio sistema de legislación, su administración de justicia, sus siste-
mas carcelarios, por lo mismo tiene también su fundamento, su base, 
en la costumbre, es decir en el derecho consuetudinario” (CONAEI: 
1992). 
 
DNP: Departamento Nacional de Planeación, organismo que lidera el 
proceso de planeación en el nivel nacional y es apoyo en las entidades 
territoriales en la construcción y formulación de las políticas públicas. 
Enfoque diferencial para grupos étnicos: es aquel que identifica y ac-
túa sobre las necesidades diferenciales de atención y protección que 
deben tener las políticas públicas y el accionar estatal para proteger 
los derechos individuales y colectivos de los grupos étnicos, relacio-
nados con la recuperación y preservación de su identidad e integridad 
cultural a través de la implementación de prácticas ancestrales y tra-
dicionales, usos y costumbres de acuerdo con las cosmovisiones de 
cada comunidad étnica, el ejercicio de libre de determinación política, 
social, económica y cultural, el uso de sus lenguas en el territorio na-
cional; la autoeducación, la posibilidad de tener propiedad y uso co-
lectivo sobre sus territorios ancestrales, la medicina tradicional, entre 
otros. 
Entidades territoriales indígenas: El constituyente de 1991 diseñó un 
nuevo esquema de la estructura político-administrativa del país, en el 
que hubo un cambio cuantitativo y un cambio cualitativo. En este 
marco el artículo 286 de la Constitución señala que los territorios in-
dígenas son entidades territoriales. El artículo 287 consagra las com-
petencias de la autonomía territorial, las cuales son ejercidas con su-
jeción a la Constitución y la ley. 
El artículo 329 de la carta fija el procedimiento para que los resguar-
dos se conviertan en entidad territorial. Por su parte el artículo 357 
regula, para los solos efectos fiscales, los resguardos que recibirán 
transferencias en las mismas condiciones de los municipios. 
En general la futura elevación a la categoría de entidad territorial de 
un resguardo comportará importantes consecuencias políticas, patri-
moniales y administrativas. 
 
Grupos Étnicos: La Constitución Política del 1991 reconoce que los 
grupos étnicos son parte constitutiva de la nación colombiana. Una 
etnia es una comunidad humana con prácticas y afinidades culturales 
y sociales que la identifican y que permiten que sus integrantes se 
identifiquen como pertenecientes a ella en tanto comparten una as-
cendencia común. El sentido de pertenencia permite que los indivi-
duos y las familias que se reconozcan parte integrante convivan en un 
territorio común. Así, son considerados pueblos y comunidades étni-
cas en el país los indígenas, ROM Gitanos, comunidades negras, afro-
descendientes, raizales y palenqueras. 
 
Identificación del problema: Análisis de causas y efectos para deter-
minar el problema o necesidad, (DNP, 2017). 
 
Identidad territorial ancestral y/o tradicional: se relaciona con el sen-
tido pertenencia que la comunidad o pueblo indígena mantiene con 
su territorio poseído ancestral o tradicionalmente, en el cual se desa-
rrolla integralmente su vida, cosmovisión, sabiduría ancestral, cono-
cimientos, costumbres y prácticas que sustentan los derechos territo-
riales ancestrales de dichos pueblos. 
 
Indicador: Son instrumentos útiles para medir el logro de las metas, 
así como para el logro del objetivo. Un indicador es una señal que se 
puede observar y medir fácilmente. Es la conjugación de mínimo dos 
variables específicas, verificables objetivamente, para determinar los 
cambios o resultados de una actividad, objetivo o meta. Es decir, hace 
medible los objetivos de un proyecto. Medición utilizada para deter-
minar una situación específica. 
 
Jurisdicción Especial Indígena: “Un derecho colectivo de las comuni-
dades indígenas, cuyo ejercicio corresponde a sus autoridades, para 
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juzgar a sus miembros, y, a su vez, como un derecho individual de los 
miembros de los pueblos indígenas a gozar de un fuero, en virtud del 
cual se concede el derecho a ser juzgado por sus propias autoridades, 
conforme a sus normas y procedimientos, dentro de su ámbito terri-
torial, en aras de garantizar el respeto por la particular cosmovisión 
del individuo”, (Sentencia T-208 de 2019 de la CC). 
 
Lenguas Indígenas: El artículo 10 de la Constitución establece que “el 
castellano es el idioma oficial de Colombia. Las lenguas y dialectos de 
los grupos étnicos son también oficiales en sus territorios…”. La Ley 
1.381 de 2010, por la cual se desarrollan los artículos 7, 8, 10 y 70 de 
la Constitución, dicta normas sobre el reconocimiento; fomento, pro-
tección, uso, preservación y fortalecimiento de las lenguas de los gru-
pos étnicos de Colombia y sobre sus derechos lingüísticos y los de sus 
hablantes. Dicha ley tiene como objeto garantizar el reconocimiento, 
la protección y el desarrollo de los derechos lingüísticos, individuales 
y colectivos de los grupos étnicos con tradición lingüística propia, así 
como la promoción del uso y desarrollo de sus lenguas que se llama-
rán lenguas nativas. El artículo 5 señala que “[l]os hablantes de lengua 
nativa tendrán derecho a comunicarse entre sí en sus lenguas, sin res-
tricciones en el ámbito público o privado, en todo el territorio nacio-
nal, en forma oral o escrita, en todas sus actividades sociales, econó-
micas, políticas, culturales y religiosas, entre otras, (Constitución Po-
lítica de 1991). 
 
Línea Negra: Es la base del territorio ancestral y se traduce en Jaba 
Seshizha (kogui), Shetana Zhiwa (wiwa) y Seykutukunumaku (ar-
huaco). La partícula "Shi" (kogui) quiere decir hilo o conexión y se re-
fiere a las conexiones espirituales o energéticas que unen los espacios 
sagrados de tierra, litorales yaguas continentales y marinas del terri-
torio y todo aspecto la naturaleza y las personas. "Shi" (kogui) son las 
venas en el cuerpo o "zhiwa" (wiwa) - agua, que interconectan las di-
ferentes dimensiones del territorio ancestral, como venas en el 
cuerpo. "Se" (kogui), "She" (Wiwa) y "Sey" (arhuaco) es el mundo es-
piritual en Aluna, el espacio negro de principios antes del amanecer. 
En este sentido, la Línea Negra es la conexión mundo material con los 
principios espirituales del origen la vida. Es el tejido sagrado del terri-
torio y garantiza el sostenimiento de interrelaciones del territorio, la 
cultura y la naturaleza que es la base de la vida (artículo 4, decreto 
1500 de 2018). 
 
Medicina tradicional indígena: Comprende el conjunto de conoci-
mientos de biodiversidad, así como las prácticas, ideas, creencias, 
procedimientos relativos a las enfermedades físicas, mentales, espiri-
tuales o desequilibrios sociales de un pueblo y/o comunidad indígena 
determinado. Este conjunto de conocimientos explica la etiología y 
los procedimientos de diagnóstico, pronóstico, curación, prevención 
de las enfermedades, promoción de la salud. Éstos se transmiten por 
la tradición multiplicadora entre generaciones dentro de los pueblos 
y comunidades indígenas.  
 
MUÑKUAWINMAKU: Es un sistema de organización social y gobierno 
propio, creado para representar a las comunidades Kogui del depar-
tamento del Magdalena ante los entes territoriales del municipio de 
Aracataca, Ciénaga, el Distrito de Santa Marta y la Gobernación del 
Magdalena, con la intención de gestionar recursos asignados a estos 
entes territoriales para la población indígena que se encuentren en su 
jurisdicción. 
 
La Asociación de Autoridades Tradicionales Kogui del Magdalena MU-
ÑKUAWINMAKU: “Es una entidad de derecho Público de carácter es-
pecial, con personería jurídica, patrimonio propio y autonomía admi-
nistrativa” que se crea bajo el decreto 1088 de 1993, modificado por 
art.35 de la ley 962 de 2005; que se regirá por los presentes estatutos, 
los principios culturales de gobierno propio y la autonomía de nuestro 
pueblo consagrada en la constitución nacional de Colombia de 1991, 

leyes, decretos, autos y demás normas contempladas en el bloque de 
constitucionalidad. Con la firme intención de empoderar nuestra go-
bernabilidad y la administración de nuestro territorio ancestral según 
nuestra ley de origen. 
 
ONIC (Organización Nacional Indígena de Colombia): La ONIC, rees-
tructurada y transformada en una instancia mayor de Gobierno pro-
pio de todos los Pueblos Indígenas de Colombia y sus autoridades, con 
capacidad para concertar y establecer políticas nacionales que forta-
lezcan la autonomía territorial y jurisdiccional indígena y de emitir le-
yes que sean reconocidas por el Estado colombiano y sus institucio-
nes, que contribuyan a crear capacidades de autogobierno en los pue-
blos indígenas, para el ejercicio de sus derechos colectivos. 
 
Ordenamiento Territorial: El ordenamiento territorial es un instru-
mento de planificación y de gestión de las entidades territoriales y un 
proceso de construcción colectiva de país, que se da de manera pro-
gresiva, gradual y flexible, con responsabilidad fiscal, tendiente a lo-
grar una adecuada organización político administrativa del Estado en 
el territorio, para facilitar el desarrollo institucional, el fortalecimiento 
de la identidad cultural y el desarrollo territorial, entendido este como 
desarrollo económicamente competitivo, socialmente justo, ambien-
talmente y fiscalmente sostenible, regionalmente armónico, cultural-
mente pertinente, atendiendo a la diversidad cultural y físico-geográ-
fica de Colombia, (Ministerio del Interior y Justicia, 2011). 
 
Plan de Manejo Ambiental: Instrumento que establece las medidas 
para prevenir, controlar, mitigar o compensar los factores e impactos 
negativos de carácter ambiental, que se puedan generar sobre los re-
cursos naturales o el medio ambiente, por efecto del desarrollo de un 
proyecto, obra o actividad 
 
Plan de Ordenamiento Territorial (POT): Conjunto de objetivos, direc-
trices, estrategias, metas, programas, actuaciones, y normas adapta-
das para administrar el desarrollo físico del territorio y la utilización 
del suelo, elaborados y adoptados por las autoridades de los distritos 
y municipios con población superior a los 100.000 habitantes (Ley 388 
de 1997); en ese sentido puede decirse que el distrito de Santa Marta 
dispone de un POT actualizado que incluye a los pueblos indígenas. 
 
Plan de Vida de los pueblos Indígenas: Un Plan de Vida Indígena es un 
instrumento de planeación que se construye a partir de un proceso 
participativo de autodiagnóstico y del ejercicio de elaboración de pro-
yectos. Es un instrumento de política y de gobierno; y como tal, un 
acuerdo social que debe surgir del consenso. El contenido del Plan 
depende del contexto de cada comunidad u organización indígena. 
Un pueblo que no tienen satisfecha su demanda de territorio físico se 
enfrenta a una realidad muy diferente que la de aquel que ya tiene 
sus títulos y se encuentra en proceso de ordenamiento territorial y 
construcción de su autonomía. 
 
Parlamento Indígena. Es el órgano encargado de elaborar y discutir 
las leyes propias en el marco de la autonomía de los pueblos indíge-
nas. 
 
Población Indígena: Se entiende por población indígena el conjunto 
de familias de ascendencia amerindia que comparten sentimientos de 
identificación con su pasado aborigen, manteniendo rasgos y valores 
propios de su cultura tradicional, así como formas de organización y 
control social propios que los distinguen de otros grupos étnicos 
(DANE, 2021). 
 
Programa: Son intervenciones públicas que se concentran en un pro-
blema o potencialidad y materializan los objetivos planteados en las 
políticas públicas, a través de la entrega coordinada de productos con-
ducentes a la generación de un resultado común, razón por la cual se 
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constituye en el eje de estructuración del Presupuesto Orientado a 
Resultados. Un programa se refiere al conjunto de proyectos de in-
versión y actividades de coordinación, que apuntan a un resultado es-
pecífico en un sector de acción económica, social, financiera o admi-
nistrativa a fin de cumplir tanto las metas fijadas por el nivel de go-
bierno como los compromisos en cada sector, (DNP, 2017). 
 
Proyecto: Conjunto de actividades por realizar en un tiempo determi-
nado con una combinación de recursos humanos, físicos, financieros 
y con costos definidos orientados a producir un cambio en la entidad 
territorial. 
 
Regalías: Contraprestación económica que recibe el Estado por la ex-
plotación de un recurso natural no renovable cuya producción se ex-
tingue por el transcurso del tiempo. 
 
Reserva indígena: Es un globo de terreno baldío ocupado por una o 
varias comunidades indígenas que fue delimitado y legalmente asig-
nado por el INCORA a aquellas para que ejerzan en él los derechos de 
uso y usufructo con exclusión de terceros. Las reservas indígenas 
constituyen tierras comunales de grupos étnicos, para los fines pre-
vistos en el artículo 63 de la Constitución Política y la Ley 21 de 1991 
(Agencia Nacional de Tierras, 2019)  
 
Resguardo Indígena: Art. 21 Dto. 2164/95 (compilado en el Decreto 
1071 de 2015), son propiedad colectiva de las comunidades indígenas 
en favor de las cuales se constituyen y conforme a los artículos 63 y 
329 de la Constitución Política, tienen el carácter de inalienables, im-
prescriptibles e inembargables. Los resguardos son una institución le-
gal y sociopolítica de carácter especial, conformada por una o más co-
munidades indígenas, que con un título de propiedad colectiva que 
goza de las garantías de la propiedad privada, poseen su territorio y 
se rigen para el manejo de éste y su vida interna por una organización 
autónoma amparada por el fuero indígena y su sistema normativo 
propio, (Agencia Nacional de Tierras, 2019).  
 
Territorios Indígenas: Son las áreas poseídas en forma regular y per-
manente por una comunidad, parcialidad o grupo indígenas y aquellas 
que, aunque no se encuentren poseídas en esa forma, constituyen el 
ámbito tradicional de sus actividades sociales, económicas y cultura-
les 
 
Tierras Indígenas: Son aquellas en las cuales los pueblos, comunida-
des indígenas de manera individual o colectiva ejercen sus derechos 
originarios, han desarrollado tradicional y ancestralmente su vida fí-
sica, cultural, espiritual, social, económica y política. Comprenden los 
espacios terrestres, marinos, las áreas de cultivo, caza, pesca, reco-
lección, pastoreo, asentamientos, caminos tradicionales, lugares de 
espacios sagrados e históricos, otras áreas que hayan ocupado ances-
tral o tradicionalmente, que son necesarias para garantizar el desa-
rrollo de sus formas específicas de vida para la pervivencia de sí 
mismo. 
 
Sistema General de Participaciones (SGP): El Sistema General de Par-
ticipaciones corresponde a los recursos que la Nación transfiere, por 
mandato de los artículos 356 y 357 de la Constitución Política (refor-
mados por los Actos Legislativos 01 de 2001 y 04 de 2007), a las enti-
dades territoriales – departamentos, distritos y municipios, y a los res-
guardos indígenas, para la financiación de los servicios a su cargo, en 
salud, educación, agua potable y los definidos en el Artículo 76 de la 
Ley 715 de 2001. 
 
Sistema General de Regalías: El Sistema General de Regalías – SGR se 
constituyó mediante el Acto Legislativo 005 de julio de 2011, con el 
objetivo de establecer mecanismos de equidad en la distribución de 
los recursos, promover el desarrollo y la competitividad y propiciar la 

restauración social y económica en las regiones donde se genera la 
exploración y la explotación de Recursos naturales. (DNP, 2011).  
   
TÍTULO II 
 
OBJETIVO GENERAL, OBJETIVOS ESPECÍFICOS, TEMPORALIDAD, AM-
BITO DE APLICACION 
 
ARTICULO 4. OBJETIVO GENERAL: La Política Publica Distrital Indígena 
con enfoque diferencial y de derechos humanos para este grupo po-
blacional asentado y residenciado en el Distrito Turístico, Cultural e 
Histórico de Santa Marta, promueve la garantía de los derechos co-
lectivos y civiles que tienen los pueblos indígenas ubicados en el dis-
trito de Santa Marta (Magdalena), contenidos en la Constitución Polí-
tica de 1991, la ley 70 de 1993 y la normatividad vigente para este 
grupo poblacional. De igual forma, este instrumento de planificación 
territorial define directrices y compromisos del estado en los diferen-
tes niveles territoriales para mejorar el bienestar de los actores socia-
les y grupos de interés en el corto y mediano plazo. 
 
ARTICULO 5: OBJETIVOS ESPECIFICOS: La política pública distrital indí-
gena para el distrito turístico, cultural e histórica de Santa Marta, 
tiene como objetivos específicos los siguientes. 
 
a. Garantizar los derechos colectivos y civiles de las poblacio-
nes, comunidades, resguardos y asentamientos indígenas ubicados 
en el distrito Turístico, cultural e histórico de Santa Marta, respalda-
dos por la Constitución Política de 1991, ley 70 de 1993 y la normati-
vidad existente para la temática indígena en el territorio. 
b. Identificar y focalizar el acceso de la población indígena ubi-
cada, residenciada y asentada en el distrito turístico, cultural e histó-
rico de Santa Marta en los programas del estado establecidos por el 
nivel nacional, regional, departamental y distrital, buscando la igual-
dad y equilibrio en los beneficios integral, de tal manera que permitan 
disminuir la pobreza monetaria y absoluta de los habitantes. 
 
c. Garantizar desde la perspectiva institucional distrital el 
desarrollo de un enfoque diferencial en la implementación y ejecu-
ción de la Política Pública Distrital Indígena establecida en Santa 
Marta, de tal manera que se vislumbre claramente y de forma integral 
las diferencias y diversidades de este grupo poblacional en el contexto 
distrital, departamental y regional. 
 
d. Promover espacios de participación y de consulta previa de 
manera libe y concertada, de tal manera que generen y aseguren ac-
ciones integrales en decisiones posteriores de planificación, gestión y 
ejecución de obras y proyectos de beneficios a las comunidades indí-
genas del territorio distrital. 
 
e. Fortalecer los procesos de relacionamiento con los pueblos 
indígenas del distrito de Santa Marta, propiciando la consolidación de 
las formas de organización social, económica y políticas propias de las 
comunidades indígenas ubicadas en el territorio distrital.  
 
f. Establecer mecanismos integrales para la solución de con-
flictos entre autoridades administrativas y comunidades indígenas, 
delimitando los espacios de decisión del nivel distrital y los propios de 
los pueblos indígenas, así como el establecimiento de mecanismos de 
coordinación y concurrencia entre ambas partes. 
 
g. Salvaguardar los derechos territoriales que garantizan la 
permanencia y pervivencia de las comunidades indígenas asentadas, 
ubicadas y residentes en el distrito de Santa Marta de acuerdo con 
sus cosmovisiones y Planes de Vida.  
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h. Proteger las expresiones y el desarrollo del conocimiento de 
los pueblos indígenas como componente de la diversidad y aporte a 
la conformación de la nación pluriétnica y multicultural. 
 
i. Establecer un proceso normativo institucional que valide de 
manera permanente recursos financieros para el desarrollo y ejecu-
ción de los programas y proyectos consignados en esta política pú-
blica indígena, con el propósito de garantizar la reducción de las bre-
chas existentes para este grupo poblacional. En ese sentido, en el pre-
supuesto distrital de cada vigencia los recursos para la ejecución de la 
política pública distrital indígena deben tener la prioridad y claridad 
de las fuentes de financiación para su normal desarrollo. 
 
j. Afianzar el desarrollo de las entidades, instituciones e ins-
tancias del orden distrital que permita mejorar la cobertura de la 
oferta institucional dirigida a las poblaciones indígenas, buscando re-
ducir la vulnerabilidad de este grupo poblacional en términos de res-
tablecimiento de sus derechos integrales ante la sociedad. 
 
k. Generar el empoderamiento integral de la mujer indígena 
como eje fundamental de la familia en términos sociales, económicos, 
políticos y culturales, de tal forma que sea tenida en cuenta como re-
ferente de las acciones y decisiones del desarrollo del distrito de Santa 
Marta. 
 
l. Ampliar la cobertura, calidad y permanencia de la población 
indígena en el sistema educativo que actualmente se desarrolla en el 
contexto distrital de Santa Marta, tanto en el área urbana, como en la 
zona y asentamientos rurales disperso. 
 
m. Apoyar las actividades de emprendimiento y creación de 
empresas como una opción formal de generación de empleo, que per-
mita elevar el nivel de vida de los grupos poblacionales ubicados y 
residentes en el territorio distrital. 
 
 
n. Diseñar desde la estructura institucional distrital una de-
pendencia integral de asuntos indígenas que permita elevar el nivel 
de atención, interlocución y ejecución entre ambos actores (distrito e 
indígenas). 
 
o. Ampliar el acceso a los servicios integrales de salud para los 
indígenas que habitan o residen en el distrito de Santa Marta, de tal 
forma que le permita gozar de una vida más saludable que propenda 
por desarrollar su ciclo vegetativo acorde a los estándares internacio-
nales y humanitarios. 
 
p. Garantizar la asignación financieros necesarios para los pro-
gramas y proyectos para poblaciones indígenas y promover el mejo-
ramiento de las condiciones de vida, el desarrollo integral y el forta-
lecimiento de las comunidades, pueblos y asentamientos indígenas. 
 
ARTICULO 6. TEMPORALIDAD: La Política Pública Distrital Indígena de 
Santa Marta tendrá una vigencia de tres (3) periodos administrativos, 
o sea del año 2023 al 2035.  
 
ARTICULO 7. AMBITO DE APLICACIÓN: La Política Pública Distrital In-
dígena de Santa Marta se aplica a las diferentes entidades públicas y 
privadas del territorio urbano y rural del distrito de Santa Marta, in-
cluyendo corregimientos y centros poblados y resguardos y parciali-
dades de comunidades indígenas, que permita garantizar la transver-
salización de los enfoques y principios que hacen parte de esta polí-
tica pública, soportado en los ejes transversales, programas, proyec-
tos, acciones y en beneficio de las comunidades indígenas que per-
mita reducir las brechas existentes en el territorio distrital de Santa 
Marta. 

 
ARTICULO 8. MARCO CONCEPTUAL DE LA POLITICA PUBLICA DISTRI-
TAL INDIGENA: En el desarrollo de la Política Pública Distrital Indígena 
de Santa Marta, es necesario partir de lo que se entiende por el con-
cepto en sí, para lo cual nos apoyamos en lo que establece Roth 
(2006), cuando argumenta que el concepto de política pública tiene 
tres acepciones: la política, concebida como el ámbito del gobierno 
de las sociedades humanas (polity). Segundo, la política como la acti-
vidad de organización y lucha por el control del poder (politics). Y, fi-
nalmente, la política como designación de los propósitos y programas 
de las autoridades públicas (policy). 
 
Con base en lo anterior, la estructuración de las políticas debe ser 
comprendida como el producto de un intenso proceso político a tra-
vés del cual emergen y toman forma los proyectos e intereses de 
agentes (individuos), agencias (instituciones) y discursos (síntesis de 
la interacción entre agentes y agencias) en pugna por imponer un de-
terminado proyecto de dirección política y de dirección ideológica so-
bre la sociedad y el estado que son gobernados (Medellín, 2004). 
 
En el contexto anterior, para el entendimiento de la política pública 
distrital indígena, puede entenderse el término política pública como 
“un conjunto conformado por uno o varios objetivos colectivos consi-
derados necesarios o deseables, de medios y acciones que son trata-
dos, por lo menos parcialmente, por una institución u organización 
gubernamental con la finalidad de orientar el comportamiento de ac-
tores individuales o colectivos para modificar una situación percibida 
como insatisfactoria o problemática” Roth, 2002, Pág. 38). 
El termino de políticas publica tiene varias definiciones, pero estas 
apuntan al mismo entorno territorial, estos conceptos sirven para 
contestar como política pública, para lo cual que se enuncian varios 
significados entre los cuales están los siguientes: 
POLITICA PUBLICA, orientación deliberadamente seguida por un actor 
o grupo de actores al tratar un problema que les concierne (ANDER-
SON, 2003). 
POLITICA PUBLICA, el proceso por el cual se elaboran y se implemen-
tan programas de acción pública, alrededor de objetivos específicos 
(Muller y Soler, 1998).  
POLITICA PUBLICA, concatenación de actividades, decisiones o de me-
didas coherentes en su intención y tomadas por los actores del sis-
tema político-administrativo de un país para resolver un problema 
(Roth, 2004),   
POLITICA PUBLICA, la acción del estado orientada por el gobierno, 
que, de manera coherente e integral, busca responder a las demandas 
sociales, teniendo en cuenta métodos de análisis, modelo de gestión 
y criterios de evaluación, con participación de actores involucrados en 
el problema (Cuervo, 2010).   
 
Si bien existen muchas definiciones de políticas públicas, la planteada 
por Velásquez (2009), se considera un referente combinado entre lo 
académico y lo práctico, por eso para este autor la “la política pública 
es un proceso integrador de decisiones, acciones, inacciones, acuer-
dos e instrumentos, adelantado por autoridades con la participación 
eventual de los particulares, y encaminado a solucionar o prevenir 
una situación definida como problemática. La política pública hace 
parte de un ambiente determinado del cual se nutre y al cual pre-
tende modificar o mantener. 
 
Por otra parte, las políticas públicas implican la interacción de múlti-
ples actores que confrontan sus proyectos y aspiraciones para identi-
ficar una serie de preocupaciones comunes, así como acciones y me-
canismos para incidir en ellas, y procesos de seguimiento de su fun-
cionamiento. En ese sentido, lo que caracteriza a las políticas públicas 
es “ser un conjunto de acciones intencionales y causales, orientadas 
a la realización de un objetivo de interés/beneficio público, cuyos li-
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neamientos de acción, agentes, instrumentos, procedimientos y re-
cursos se reproducen en el tiempo de manera constante y coherente” 
(Aguilar, 2012, pág. 29). 
 
Para el caso específico de la política pública distrital indígena de Santa 
Marta, la anterior definición es la que más se ajusta a la identificación 
de los objetivos de la administración distrital en el periodo de ejecu-
ción de este instrumento, debido a que los próximos tres gobiernos 
distritales tienen el compromiso de avanzar en el desarrollo de unos 
proyectos integrales que propendan por reducir los desequilibrios ac-
tuales que afectan a las comunidades indígenas del distrito para me-
jorar sus condiciones de vida en el mediano plazo..  
 
TÍTULO III 
VALORES, PRINCIPIOS Y ENFOQUE DE LA POLITICA PUBLICA DISTRITAL 
INDIGENA DE SANTA MARTA 
 
ARTICULO 9. PRINCIPIOS: La política pública distrital indígena de Santa 
Marta se fundamenta en los siguientes principios básicos: 
 
a. Autonomía La política pública distrital indígena 2023-2035, 
reconoce de manera abierta, creciente e integral que este grupo po-
blacional goza de libertad para pensar, actuar y decidir sus acciones, 
actuaciones, programas y proyectos planificados, gestionados y eje-
cutados bajo la responsabilidad de forma individual o colectiva dentro 
de su modelo de gobierno propio.  
 
b. Participación La política pública distrital indígena de Santa 
Marta 2023-2035 reconoce a las comunidades indígenas ubicadas, 
asentadas y residenciadas en el territorio distrital, representados en 
sus autoridades propias e integrales, como actores sociales y grupos 
de interés, como interlocutores y sujetos de derechos, como condi-
ción para el ejercicio pleno de su participación ciudadanía. Así mismo, 
valida las organizaciones, instancias, movimientos y fundaciones de la 
sociedad civil, específicamente de corte indígena para que sean refe-
rentes relevantes en los procesos donde se identifiquen y se analicen 
problemas, programas y proyectos que afecte o beneficien a este 
grupo poblacional. 
 
c. Empoderamiento Dentro de la Política Pública Distrital Indí-
gena 2023-2035 de Santa Marta, el principio de empoderamiento 
busca establecer un proceso, donde las mujeres de manera integral, 
individual o grupal tomen conciencia de que es necesario avanzar en 
esquemas o modelos de participación más reales, que permita estar 
en los escenarios de decisiones. Así mismo, se debe trabajar en redu-
cir las desigualdades de género en el contexto distrital. En ese sentido, 
esta política pública distrital reafirma los principios estipulados por la 
ONU Mujeres para empoderarlas, los cuales son los siguientes:   
 
Promover la igualdad de género desde la dirección al más alto nivel. 
Tratar a todos los hombres y mujeres de forma equitativa en el tra-
bajo – respetar y defender los derechos humanos y la no discrimina-
ción. 
Velar por la salud, la seguridad y el bienestar de todas las trabajado-
ras. 
Promover la educación, la formación y el desarrollo profesional de las 
mujeres. 
Llevar a cabo prácticas de desarrollo empresarial, cadena de suminis-
tro y marketing a favor del empoderamiento de las mujeres. 
Promover la igualdad mediante iniciativas comunitarias y cabildeo. 
Evaluar y difundir los progresos realizados a favor de la igualdad de 
género. 
Interculturalidad: La Política Pública Distrital Indígena 2023-2035 re-
conoce y valora que, así como en el mundo, el país, en el distrito de 
Santa Marta se reconoce la diversidad étnica y la pluriculturalidad en 
todas las esferas del territorio distrital. En este sentido, las acciones, 

programas y proyectos que establezca esta política deben respetar y 
tener en cuenta la identidad cultural y los principios de interculturali-
dad. Este principio se identifica con lo expresado por la UNESCO 
(2005) sobre la Interculturalidad, al definirla como “la presencia e in-
teracción equitativa de diversas culturas y a la posibilidad de generar 
expresiones culturales compartidas, a través del diálogo y del respeto 
mutuo. 
 
Sostenibilidad: La Política Pública Distrital Indígena 2023-2035 de 
Santa Marta, velara porque en el desarrollo y ejecución de sus pro-
gramas y proyectos que tenga en cuenta el cuidado del medio am-
biente, cambio climático y la biodiversidad, el cual debe ir en armonía 
con los recursos técnicos, financieros y humanos, situación que per-
mite garantizar un equilibrio de este instrumento de planificación en 
cada uno de los territorios o comunidades indígenas que se aplique. 
 
Igualdad y no discriminación La política pública distrital indígena 
2023-2035 de Santa Marta, valida que en los territorios, comunida-
des, parcialidades y resguardos indígenas prevalece el principio de 
igualdad para todos los habitantes y grupos poblacionales. Así mismo, 
no existirá en ningún momento discriminación alguna para cualquier 
habitante indígena, lo cual se apoya en lo establecido en la Constitu-
ción Política de 1991. 
 
La política pública distrital Indígena 2023-2035 debe propender por la 
igualdad de oportunidades para todos los habitantes y grupos pobla-
cionales indígenas residenciados, asentados o ubicados en el distrito 
de Santa Marta, soportado en acciones, programas y proyectos que 
garanticen el normal desarrollo de sus derechos y así puedan mejorar 
su nivel de vida.   
 
Solidaridad: Esta política pública busca de manera abierta y creciente 
promover en la sociedad, un compromiso conjunto para darle aten-
ción integral aquellos habitantes indígenas ubicados en el distrito de 
Santa Marta que estén en condiciones de vulnerabilidad y de acceso 
a todos los servicios sociales que requieran en el momento justo y 
oportuno. 
Paralelo a lo anterior, es necesario tener en cuenta lo estipulado por 
la Sentencia C-459 de 2004, norma que establece que “el principio de 
la solidaridad se despliega como un deber que pesa en cabeza del Es-
tado y de todos los habitantes del país. En este caso, en el primer caso 
de lo público hacia lo privado, al tiempo que, en el segundo del núcleo 
familiar hacia el ámbito social, en una suerte de concatenaciones dia-
lécticas que deben tener siempre a la persona como razón y fin úl-
timo. Este principio de solidaridad en cabeza del Estado Social de De-
recho es inherente a su existencia y cualificación en la esfera de cum-
plimiento de sus fines esenciales, al paso que en cabeza de los parti-
culares el deber de solidaridad es exigible en los términos de ley”. 
 
Corresponsabilidad: En el desarrollo de esta política pública, es refe-
rente obligado buscar y establecer la corresponsabilidad entre los ni-
veles nacional, regional, departamental y distrital, público y privado e 
interinstitucional de los diferentes programas y proyectos que se 
realicen en el distrito turístico, cultural e histórico de Santa Marta. 
 
ARTICULO 10: ENFOQUE Para articular los valores y los principios de 
la Política Pública distrital Indígena del distrito Turístico, Cultural e 
Histórico de Santa Marta 2023- 2035, se adoptan los siguientes enfo-
ques: 
  
La política pública distrital indígena 2023-2035 para el territorio de 
Santa Marta, se apoya en lo estipulado por la Constitución Política de 
1991, el Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026 “Colombia potencia 
Mundial de la Vida”, política pública educativa para los pueblos indí-
genas de Colombia 2023; documentos CONPES relacionados con los 
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grupos indígenas y los estudios sectoriales del orden nacional de te-
mas indígenas. En este sentido los enfoques validados en esta política 
pública son los siguientes: 
 
Enfoque de Derechos: Este enfoque considera que los derechos de 
todos los humano son universales, innato e irrenunciables. En ese 
sentido, toda acción debe realizarse bajo unos principios éticos y le-
gales que garanticen los derechos de cualquier grupo, pueblo o per-
sona. Por lo tanto, el estado es el garante y directo responsable de la 
materialización de los derechos inherentes a todos ser humano. 
 
Enfoque de Derechos Humanos: Este enfoque hace referencia a las 
normas, leyes internacionales y estandartes relacionados con el tema 
integral de los derechos humanos, dirigidos a proteger la integridad 
de las personas o grupos indígenas, sin distingo de religión, filosofía, 
condición social, política o cultural, que permita el goce de todos los 
derechos, se busca la garantía y protección de los derechos humanos 
de las comunidades indígenas 
 
De igual forma, este enfoque apunta a que los grupos poblacionales y 
comunidades indígenas ubicados en el distrito de Santa Marta tienen 
derechos sociales, económicos, políticos, e interculturales, que les 
permite validar su accionar, amparado en la protección de su condi-
ción humana y de ser humano. 
 
Enfoque Cultural: El enfoque cultural hace referencia al reconoci-
miento de la existencia de diversos pueblos con diferentes modos de 
culturas, practicas, creencias e identidad. 
 
Enfoque de Género: La política pública distrital indígena 2023-2035 
de Santa Marta, mantiene y respeta las diferentes oportunidades que 
tienen los hombres y las mujeres, las interrelaciones existentes entre 
ellos y los distintos papeles que socialmente se les asignan. Todas es-
tas acciones influyen en el logro de las metas, las políticas y los planes 
de los organismos nacionales e internacionales y, por lo tanto, reper-
cuten en el proceso de desarrollo de la sociedad. Género se relaciona 
con todos los aspectos de la vida económica y social, cotidiana y pri-
vada de los individuos y determina características y funciones depen-
diendo del sexo o de la percepción que la sociedad tiene de él. 
  
Este enfoque relacionado con la equidad de género hace referencia a 
la disminución de las brechas entre los géneros, en los cuales hombres 
y mujeres tengan y gocen de los mismos derechos y las mismas ga-
rantías para acceder a los escenarios, programas y proyectos sociales, 
económicos, de emprendimiento, culturales y de poder, que permita 
reducir las brechas sociales. 
 
Enfoque Diferencial: El enfoque diferencial orienta la política pública 
distrital indígena 2023-2035 y además orienta en una dirección que 
facilite la atención diferenciada de una población o pueblo especifico 
a partir de unas características y necesidades propias y en la búsqueda 
de mejorar las condiciones de vida y el buen vivir desde sus particula-
ridades culturales. 
 
Teniendo en cuenta lo establecido en el parágrafo primero del ar-
tículo 3 de la ley 2294 de 2023, que estipula que “el Gobierno nacional 
garantizará la inclusión e implementación efectiva del enfoque dife-
rencial e interseccional indígena, afrocolombiano, palenquero y raizal 
en todos los ejes de transformación y en los ejes transversales del Plan 
Nacional de Desarrollo, (DNP, 2023), es importante mencionar que 
esta política pública distrital Indígena de San Marta se articula con el 
reciente Plan de Desarrollo Nacional 2022-2026 “Colombia potencia 
mundial de la Vida” 
 

Enfoque de Integralidad: Se busca una respuesta a la problemática de 
la violencia que parta de reconocer la complejidad de ésta, como pro-
blema social multicausal, y que por ende requiere una intervención 
pública desde diversos sectores que actúen coordinadamente para 
enfrentarla. 
 
Enfoque de Mujeres según grupos etarios: La política pública distrital 
indígena considera y valida que las mujeres se ubican en un ciclo de 
vida diferente, en cada uno de ellos se busca vivir sin discriminación 
alguna. En este sentido, se busca que el estado garantice en ellas el 
derecho a una nacionalidad, un nombre, educación, salud, empleo, 
alimentación, bienestar, recreación, deportes y protección social 
 
TÍTULO IV 
ESTRUCTURA OPERATIVA Y FUNCIONAL DE LA POLITICA PUBLICA DIS-
TRITAL INDIGENA DE SANTA MARTA 
 
ARTICULO 11º. ESTRUCTURA. En el contexto organizacional, la estruc-
tura operativa y funcional de la política pública distrital de los pueblos 
indígenas se entiende como las funciones y relaciones interinstitucio-
nal que en términos de eficiencia y eficacia sirven para la ejecución de 
la política pública a través de las entidades, instituciones y organiza-
ciones indígenas. Con el desarrollo de actividades, acciones, progra-
mas y proyectos la política pública distrital busca satisfacer las nece-
sidades de las comunidades. La política publica distrital indígena tiene 
la siguiente estructura operativa y funcional. 
 

 
 
ARTICULO 12. MISIÓN: Teniendo en cuenta el contexto institucional y 
político que le asiste a los distritos, soportado en las competencias, 
funciones y responsabilidades en el tema indígena, la misión se fun-
damenta en lo estipulado en el numeral 4 del artículo 31 de la ley 1617 
de 2013, el cual se sintetiza en los siguientes términos “Impulsar me-
canismos que permitan al distrito, en ejercicio de su autonomía, pro-
mover el desarrollo local a través de figuras de integración y asocia-
ción que armonicen los planes de desarrollo del distrito con las demás 
entidades territoriales, generando economías de escala que promue-
van la competitividad”. 
. 
Para el caso específico, la Política Pública Distrital Indígena, tiene 
como misión fundamental orientar, planificar, gestionar y ejecutar los 
programas, proyectos, actividades y acciones que en el marco del 
tema de las etnias, mujer, derechos humanos, protección social, au-
tonomía, gobernabilidad, desarrollo productivo, salud, educación y 
construcción de paz en el distrito de Santa Marta (Magdalena), en 
busca de direccionar una mejor calidad de vida en las condiciones so-
ciales y económicas y ambientales de este grupo población.   
 
ARTICULO 13: VISIÓN: En el año 2035 el distrito de Santa Marta, será 
un territorio ordenado ambientalmente, donde el recurso hídrico sea 
fuente de vida para los pueblos indígenas existentes en el distrito, que 
prevalezca el respeto por la vida de sus habitantes, garantizando el 
normal desarrollo de sus derechos humanos, con una seguridad ali-
mentaria permanente, tierras adecuadas y óptimas para el ejercicio 
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productivo, con disposición adecuadas en la salud, educación, vi-
vienda y con ejercicio propio de sus autoridades tradicionales, en paz 
y armonía con otros actores. 
 
ARTÍCULO 14. EJES TRANSVERSAL Y LÍNEAS PROGRAMATICAS. La Po-
lítica Pública Distrital Indígena 2023-2035, adopta cinco (5) Ejes Trans-
versales y nueve (9) líneas programáticas. 
 
ARTICULO 15. EJE TRANSVERSAL 1: TERRITORIALIDAD, AUTONOMIA Y 
GOBIERNO PROPIO  
 
 
Objetivo Estratégico 
 
Garantizar de manera integral y en el marco de la institucionalidad el 
derecho propio que le asiste a los territorios indígenas ubicados en el 
distrito turístico, cultural e histórico de Santa Marta a su autonomía 
política, institucional, ambiental, socioeconómica y cultural en el con-
texto jurídico que los ampara. En ese sentido, la aplicabilidad de este 
eje busca que en el marco de la Constitución Política de 1991 y de la 
normatividad propia, las comunidades consoliden sus gobiernos au-
tónomos y alcanzar un desarrollo humano, productivo y sostenible en 
su contexto territorial. 
 
LINEAS PROGRAMATICAS: 
 
Línea Programática 1: autonomía territorial. 
  
La Política Pública Indígena del Distrito Turístico, Cultural e Histórico 
de Santa Marta 2023 – 2035 respetará la autonomía territorial y los 
gobiernos propios existentes en los pueblos, comunidades, asenta-
mientos, parcialidades y resguardos indígenas. De igual forma, el dis-
trito garantiza que las decisiones, funciones, responsabilidades y com-
petencias en materia financiera y administrativas son propias de los 
mismos indígenas.  
 
Por otra parte, se respetarán los espacios de diálogo y escenarios de 
concertación entre los actores distritales encabeza de la alcaldía dis-
trital y las comunidades indígenas, sin vulneran las competencias, fun-
ciones, responsabilidades y autonomía regional que le competen en 
el marco de la CP de 1991. 
 
Línea Programática 2: Fortalecimiento Institucional. 
 
El programa de “Fortalecimiento Institucional” permitirá avanzar en 
la planificación y ejecución de los procesos e instrumentos institucio-
nales propio de las comunidades indígenas, tales como los planes de 
vida, modelos de servicios interculturales en salud, planes de acción, 
planes sectoriales de pueblos indígenas; que permitan materializar y 
cristalizar sus acciones y proyectos en el marco de aplicación de las 
categorías establecidos en la LOOT, tales como las ETIS propiamente. 
 
ARTICULO 16, EJE TRANSVERSAL 2: SOSTENIBILIDAD AMBIENTAL Y 
AGUA PARA LA VIDA  
 
Objetivo Estratégico 
  
Este eje transversal pretende reconocer la identidad ambiental, con-
servación y protección de los recursos naturales (agua, suelo, aire, 
flora, fauna, etc), que existen en el territorio distrital de Santa Marta 
que son habitados, administrados y ocupados por las comunidades 
indígenas, que les permita disponer de un escenario más sostenibles 
en lo ambiental, social, productivo y cultural, que contribuyan a ex-
tender el ciclo de vida de la biodiversidad.  
 

Por otra parte, este eje busca garantizar la conservación del agua 
como referente primordial para el desarrollo de la vida y así darle ma-
yor racionalidad a las actividades productivas y culturales que ejecu-
ten las comunidades indígenas en el distrito turístico, cultural e histó-
rico de Santa Marta. 
 
LINEAS PROGRAMATICAS.  
 
Línea Programática 3: Agua para la vida  
 
Al igual que para el Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026 “Potencia 
mundial de la Vida”, para la política pública distrital indígena de Santa 
Marta 2023-2035, el agua como recurso hídrico se convierte en el ele-
mento fundamental para la vida, siendo el referente sobre el cual 
debe girar el territorio en términos productivos, culturales, sociales y 
ambientales. De esta forma, los planteamientos expresados por las 
comunidades apuntan a que el agua se regirá por las normas jurídicas, 
pero teniendo respeto por la esencia cultural que esta representa 
para los indígenas, de tal manera que no afecta su cosmovisión y los 
saberes ancestrales. 
   
Línea Programática 4: Sostenibilidad ambiental y cambió climático 
 
El programa de “Sostenibilidad ambiental y cambio Climático”, tiene 
como propósito básico establecer y ejecutar acciones y proyectos in-
tegrales que permitan reducir o minimizar el deterioro ambiental en 
los territorios indígenas ubicados en el distrito de Santa Marta, dados 
por acciones antrópicas. En este sentido, se busca avanzar a un esce-
nario de sostenibilidad socioambiental con efectos productivo que ga-
rantice un desarrollo sostenible a las futuras generaciones de las co-
munidades indígenas. De igual forma, si bien el cambio climático es 
un fenómeno mundial, el distrito como ente territorial velara por “dar 
cumplimiento al PIGCCTM , instrumento que se convierte en refe-
rente para cumplir desde el territorio con los compromisos de París, 
actuando desde lo local con medidas de mitigación, adaptación y re-
siliencia a los efectos del calentamiento global2, (Minambiente, 
2016). 
 
ARTICULO 17. EJE TRANSVERSAL 3: PRODUCTIVIDAD Y COMPETITIVI-
DAD COLECTIVA   
 
Objetivo Estratégico 
  
Aumentar la dinámica productiva de las actividades colectivas desa-
rrolladas y ejecutadas por las comunidades indígenas existentes en el 
distrito de Santa Marta y que son propias de su autonomía, lo cual 
busca armonizar y garantizar el ciclo productivo. En ese sentido, este 
eje apunta a buscar escenario más productivo en lo agropecuario, et-
noturístico, pesquero y agroindustrial, siempre desde una perspectiva 
colectiva propia de los pueblos indígenas. 
 
Por otra parte, este eje transversal pretende fortalecer el desarrollo 
rural del distrito a través de una óptima combinación de la produc-
ción, comercialización e inversión en programas y proyectos que re-
duzcan los desequilibrios territoriales.  
 
En ese contexto, el eje transversal le apunta al emprendimiento como 
actividad productiva, básicamente liderado y desarrollado por las mu-
jeres indígenas asentadas en los diferentes territorios urbanos y rura-
les del distrito. Estas actividades que realizan las mujeres son funda-
mental para la sostenibilidad económica del hogar en su condición de 
madres cabezas del núcleo familiar. 
 
 
LINEAS PROGRAMATICAS  
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Línea programática 5: Productividad y Emprendimiento  
 
El programa “Productividad y Emprendimiento”, busca establecer es-
quemas asociativos y participativos que integren el estado, sector pri-
vado, organizaciones de base y las comunidades indígenas, para la 
ejecución en el corto y mediano plazo de iniciativas y proyectos pro-
ductivos  que permitan dinamizar la economía en estos territorios, 
para reducir los niveles de pobreza multidimensional, bajo los princi-
pio de autonomía y gobernabilidad de las autoridades y representan-
tes de los resguardos asentamientos y parcialidades indígenas ubica-
das en el distrito de santa Marta. 
 
Por otra parte, esta línea programática busca identificar y ejecutar 
procesos de emprendimiento indígena desde la vocación y activida-
des ancestrales propias de su cultura, los cuales son aceptados y de-
mandados por el mercado económico. En ese sentido, se ejecutarán 
emprendimientos integrales de cada comunidad indígena asentada 
en el distrito de Santa Marta, tales como mochilas, accesorias, tejidos, 
hamacas, etc., lo cual pretende fortalecer el papel de la mujer en el 
contexto cultural y productivo como actor social y económico. 
 
Este programa apunta básicamente a dos referentes: utilizar y apro-
vechar de manera racional los recursos naturales y la vocación del 
suelo en los territorios indígenas, pero siempre respetando los sabe-
res y costumbres, para generar mayor productiva y así un mejor au-
toconsumo y el excedente darle un optima comercialización. De igual 
forma, aprovechar la aceptación que tienen algunos productos en el 
mercado regional. 
 
ARTICULO 18. EJE TRANSVERSAL 4: DERECHOS HUMANOS Y SEGURI-
DAD ALIMENTARIA   
 
Objetivo Estratégico 
  
Respetar los derechos humanos de las poblaciones indígenas ubica-
das, asentadas y residenciadas en el territorio distrital, en armonía 
con los principios internacionales aplicados en el país, de tal manera 
que se garantice el normal desarrollo de actividades productivas y so-
ciales. En ese sentido el eje busca garantizar de manera integral la di-
fusión e implementación de métodos y buena práctica de los dere-
chos humanos y resolución de conflictos dados en el territorio indí-
gena.  
 
Paralelo a lo anterior, la participación de las poblaciones indígenas en 
los asuntos públicos es un mecanismo que permite impulsar el diálogo 
social constructivo el cual facilita la solución de las situaciones que 
están afectando la paz cotidiana y la convivencia pacífica en el distrito 
de Santa Marta. 
 
En armonía con lo establecido en el Plan Nacional de Desarrollo 2022-
2026 “Potencia mundial de la vida”, esta política pública distrital acata 
lo establecido en este instrumento de planificación territorial y que 
las poblaciones indígenas puedan acceder a todo momento a una ali-
mentación segura, adecuada, oportuna y eficiente. 
 
 
 
LINEAS PROGRAMATICAS   
 
Línea Programática 6: Derechos Humanos  
 
El programa de “Derechos Humanos”, tiene como propósito básico 
establecer y ejecutar acciones estratégicas y proyectos integrales 
para seguir en la defensa y aplicación de mecanismos de derechos hu-
manos, los cuales persiguen alcanzar la paz total en aquellos territo-
rios indígenas ubicados en Santa Marta. En esta parte, es relevante 

especificar que, si bien el tema de derechos humanos es del soporte 
y competencia del nivel nacional, desde la aplicabilidad de la Política 
Pública Distrital Indígena 2023-2035, contribuirá en el desarrollo de 
esta en el territorio. 
 
Desde el nivel distrital la política pública indígena de Santa Marta 
2023-2035 le apuntara a búsqueda de recursos de los OCAD Paz y del 
Sistema General de Regalías (SGR) para la financiación de proyectos 
que se identifiquen con el tema de derechos humanos, los cuales per-
mitan mejorar el clima de convivencia pacífica y seguridad en el terri-
torio distrital. 
 
 Línea Programática 7: Seguridad alimentaria 
 
El programa de “Seguridad Alimentaria”, pretende disminuir los nive-
les de hambre existentes en las poblacionales indígenas a nivel nacio-
nal, donde de igual forma en el distrito de Santa Marta se observan 
este tipo de situaciones sociales y económicas. Según información del 
BID (2019), la seguridad alimentaria es la situación en la que todas las 
personas, en todo momento, tienen acceso físico y económico a sufi-
cientes alimentos inocuos y nutritivos para satisfacer sus necesidades 
alimenticias para desarrollar una vida saludable.  
 
Este programa se enfoca en aprovechar las potencialidades agrope-
cuarias de los territorios indígenas existentes en el distrito de Santa 
Marta y a través de aumento en el área sembrada de cultivos propios 
de la cultura indígena, se pretende incrementar la productividad y por 
ende aumenta el consumo, reduciéndose la inseguridad alimentaria 
de la población indígena. 
 
ARTICULO 19. EJE TRANSVERSAL 5: INCLUSION Y PROTECCION SOCIAL    
 
Objetivo Estratégico 
  
La Política Pública distrital Indígena de Santa Marta 2023-2035, bus-
cará avanzar en un proceso de inclusión y protección social de manera 
permanente, en acceso a los programas sociales y servicios que presta 
el estado a nivel nacional, regional, departamental y distrital para los 
grupos, comunidades y resguardos indígenas identificados, residen-
ciados y validados en Santa Marta, con enfasis en niños, niñas, ado-
lescentes, jóvenes, mujeres, población con discapacidad, adulto ma-
yor, población LGBTI, etc. En ese sentido, se busca darle cumplimiento 
a lo dispuesto en las normas internacionales de seguridad e inclusión 
social, que permita proteger la esencia de la humanidad. 
 
LINEAS PROGRAMATICAS   
 
Línea Programática 8: Inclusión y Protección Social   
 
El programa “Inclusión y Protección Social”, pretende garantizar de 
manera uniforme, integral e incluyente, los servicios y derechos so-
ciales a todos los indígenas que habitan y residen en el distrito de 
Santa Marta, en materia de salud, seguridad social y protección, vi-
vienda, lo cual se lograría a través de la aplicación de una coordina-
ción interinstitucional entre los niveles territoriales donde el distrito 
actuara como garante en ese proceso. 
 
Línea Programática 9: Educación, cultura y deporte Integral 
 
Este programa de educación, cultura y deporte integral busca darle 
sostenibilidad y aumentar la educación desde un modelo de etnoedu-
cación en las diferentes lenguas de las comunidades asentadas y resi-
denciadas en el territorio distrital y que además propenda por el res-
cate y conservación del modelo de educación indígena. De igual 
forma, propender por un proyecto integral educativo apuntando a 
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mejoramiento de la infraestructura física, dotación de tecnología in-
tegral, capacitación de docente y un programa de alimentación y 
transporte escolares, material didáctico, computadores, conectivi-
dad, laboratorio, etc. 
 
De esta manera en el desarrollo de la política pública distrital indígena 
de Santa Marta 2023-2035, se implementará un programa de bilin-
güismo de “arriba hacia abajo”, o sea iniciando por docentes para que 
ellos trasmitan su conocimiento en los estudiantes de todos los nive-
les en las instituciones educativas existentes en los territorios indíge-
nas. 
 
TÍTULO V 
 
ORIENTACIONES PARA LA IMPLEMENTACIÓN, SEGUIMIENTO Y EVA-
LUACIÓN DE UN PLAN DE ACCION DENTRO DE LA POLÍTICA PÚBLICA 
DISTRITAL INDIGENA  2023– 2035 DEL DISTRITO TURÍSTICO, CULTU-
RAL E HISTÓRICO DE SANTA MARTA 
 
 PLAN DE ACCIÓN DE LA POLÍTICA PÚBLICA DISTRITAL INDIGENA DE 
SANTA MARTA 
 
ARTICULO 20. DEFINICION: El Plan de Acción es el instrumento de ma-
terialización de la Política Pública Distrital Indígena de Santa Marta 
(Magdalena) para un periodo de corto plazo (4 años), mediano plazo 
(8 años) y largo plazo (12 años). El esquema del Plan de Acción se re-
ferencia de la siguiente forma: 
 
→ Eje Transversal 
→ Objetivo Estratégico 
→ Línea Programática 
→ Objetivo Programático 
→ Acciones o iniciativas de proyectos  
→ responsable 
 
PLAN DE ACCION DE LA POLITICA PUBLICA DISTRITAL INDIGENA DE 
SANTA MARTA 2023-2035. 
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ARTICULO 21. ACTUALIZACION Y AJUSTES DEL PLAN DE ACCIÓN: El 
Plan de Acción de la Política pública distrital Indígena de Santa Marta 
para el periodo 2023-2035 podrá ser ajustado y/o actualizado en los 
siguientes casos: 
 
1. Por expedición de normas, leyes y políticas a nivel nacional 
y departamental relacionadas con los pueblos y comunidades indíge-
nas que favorezcan o afecten aquellos ubicados en el territorio del 
distrito de Santa Marta. 
 
2. Por cambios en planes de desarrollo y normas jurídicas e 
institucionales a nivel distrital y departamental que incidan en las ac-
tividades de las comunidades indígenas del distrito de Santa Marta. 
 
3. Necesidad de incorporar nuevas Acciones de Política no pre-
vistas en el cuatrienio del gobernante distrital. 
 
4. Retirar Acciones de Política que se han alcanzado. 
 
5. Cambio excepcional concertados en el marco de decisiones 
de la administración distrital en un periodo de gobierno. 
 
ARTICULO 22: ALIADOS INSTITUCIONALES: Para el desarrollo, ejecu-
ción e implementación de la Política Pública Distrital Indígena de 
Santa Marta, es necesario trabajar de manera coordinada con acto-
res, entidades, organizaciones e instancias tales como:   Gobernación 
del Magdalena, Personería Distrital, Concejo distrital, Defensoría del 
Pueblo, ICBF, SENA, Cámara de Comercio, ESAP, INFOTEP, Universi-
dad del Magdalena, Comisaria de Familia, Policía Nacional, Policía de 
Infancia y Adolescencia, Fiscalía General de la Nación, Procuraduría 
General de la Nación, Organizaciones de base, ONG’s, organizaciones 
de base y fundaciones del sector.  
 
ARTICULO 23: SOSTENIBILIDAD INSTITUCIONAL DE LA POLITICA PU-
BLICA DISTRITAL INDIGENA: En el marco de la presente Política pú-
blica distrital Indígena de Santa Marta, la administración distrital de-
berá incluir en los planes de desarrollo territoriales para los cuatrie-
nios 2024-2027, 2028-2031 y 2032-2035 los programas, proyectos y 
acciones contempladas en esta política pública. 
 
La Alta Consejería para la Sierra Nevada y su zona rural o quien haga 
sus veces será la dependencia responsable permanente de la planifi-
cación, gestión y ejecución de la política pública Distrital Indígena de 
Santa Marta. 
 
ARTICULO 24.- CONTROL POLITICO: El concejo distrital solicitará a la 
administración distrital que en los informes de evaluación del Plan de 
Desarrollo Distrital incluya los avances, logros y metas alcanzados por 
la ejecución de la política pública distrital Indígena de Santa Marta. 
 
ARTICULO 25. FINANCIACIÓN DE LA POLÍTICA PÚBLICA DISTRITAL IN-
DIGENA DE SANTA MARTA: Los recursos que contribuirán a la finan-
ciación de la Política Pública Distrital Indígena provendrán de la crea-
ción de un rubro presupuestal denominado “política pública distrital 
indígena” que se incluirá en el presupuesto distrital de cada vigencia 
y será manejado por la Alta Consejería para la Sierra Nevada y su área 
rural o la instancia que haga sus veces. 
 
Para la ejecución de los programas y acciones integrales de la política 
pública distrital indígena de Santa Marta de la vigencia del año 2024 
en el presupuesto se destinarán recursos del orden de los Tres mil 
quinientos ochenta millones de pesos de pesos M/te ($ 
3.580.000.000), los cuales deben ser certificado presupuestalmente 
por la secretaria de Hacienda Municipal o quien haga sus veces. 
 

SEGUIMIENTO Y EVALUACIÓN DE LA POLÍTICA PÚBLICA DISTRITAL IN-
DIGENA DE SANTA MARTA 
 
ARTICULO 26. SOCIALIZACION Y DIFUSION DE LA POLITICA PUBLICA 
DISTRITAL INDIGENA DE SANTA MARTA: La administración distrital, 
conjuntamente con la Alta Consejería para la Sierra Nevada o quien 
haga sus veces y el enlace indígena liderarán el proceso de socializa-
ción, difusión y divulgación de la Política Pública distrital indígena de 
Santa Marta, 
 
ARTICULO 27. SEGUIMIENTO Y EVALUACION DE LA POLITICA PÚBLICA 
DISTRITAL INDIGENA DE SANTA MARTA: La Política Pública distrital in-
dígena de Santa Marta se implementará por fases: corto, mediano y 
largo plazo, atendiendo los periodos de gobierno.  
 
Corto Plazo: esta fase comprende el periodo del 1 de enero del 2024 
hasta el 31 de diciembre del 2027, en este tiempo se implementa la 
política pública y se debe consolidar el tema indígena en todo el terri-
torio de Santa Marta. 
 
Mediano Plazo: esta fase se desarrollará de1 de enero de 2028 hasta 
el 31 de diciembre de 2031 tiempo en el cual debe afianzarse los pro-
gramas y proyectos establecidos en la política pública distrital Huma-
nitario. 
 
Largo Plazo: Esta es la fase de la consolidación, donde las comunida-
des indígenas y otros grupos poblaciones deben disfrutar de la ejecu-
ción de los programas, proyectos y acciones integrales; comprende 
del 1 de enero de 2032 hasta el 31 de diciembre de 2035. 
 
ARTICULO 28. MESA TÉCNICA DE LA POLITICA PÚBLICA DISTRITAL IN-
DIGENA: Se conformará una Mesa Técnica de seguimiento y Evalua-
ción de la Política Pública distrital indígena del distrito de Santa Marta, 
la cual estará integrada por las siguientes instancias y dependencias: 
 
▪ La secretaria de gobierno o quien haga sus veces. 
▪ La secretaria de educación distrital o quien haga sus veces. 
▪ La secretaria de salud distrital o quien haga sus veces. 
▪ La secretaria de planeación distrital o quien haga sus veces. 
▪ La secretaria de Hacienda o quien haga sus veces. 
▪ La dirección Jurídica distrital o quien haga sus veces. 
▪ La secretaria de Desarrollo económico y competitividad o 
quien haga sus veces. 
 
Se podrán invitar entidades e instancias del nivel nacional, regional y 
departamental, con voz, pero sin voto. Así mismo, podrán invitarse 
movimientos feministas, organizaciones de base e instituciones públi-
cas y privadas que por su objeto y misión social trabajen por la de-
fensa y fortalecimiento de los derechos de las indígenas. 
 
ARTICULO 29. RECONOCIMIENTOS: La Administración distrital podrá 
otorgar reconocimientos especiales a personas naturales y jurídicas, 
fundaciones y movimientos de mujeres, organizaciones de base e ins-
tituciones públicas y privadas que por su objeto y misión social traba-
jen por la defensa de los derechos de los pueblos y comunidades in-
dígenas. 
 
ARTICULO 30. REUNIONES: La Mesa Técnica de la Política Pública dis-
trital indígena, sesionara de manera ordinaria cada cuatro (4) meses, 
siendo convocada por la Alta Consejería para la Sierra nevada y su 
área de influencia.  
 
ARTICULO 31. ADOPCION A partir de la adopción del presente 
acuerdo, la administración distrital y las diferentes entidades, instan-
cias, organizaciones de bases, movimientos indígenas, dispondrán de 
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seis (6) meses para implementar el Plan de Acción propuesta en esta 
Política Pública Distrital indígena de Santa Marta. 
 
ARTICULO 32. VIGENCIA: El presente Acuerdo rige a partir de la fecha 
de su publicación y deroga todas las disposiciones que le sean contra-
rias. 
 
PUBLIQUESE, COMUNIQUESE Y CUMPLASE 
 
Dado en el Distrito Turístico, Cultural e Histórico de Santa Marta, a 
Treinta (30) día del mes de Noviembre del año Dos Mil Veintitrés 
(2023). 
 
EFRAÍN DAVID LOZANO DUEÑAS 
Presidente Concejo Distrital de Santa Marta 
 
DARIO JOSE LINERO MEJIA 
Secretario General del Concejo Distrital de Santa Marta. 
 
CONCEJO DISTRITAL.- SECRETARIA GENERAL.- Distrito de Santa 
Marta, a los treinta (30) día del mes de noviembre del año Dos Mil 
Veintitrés (2023).  El suscrito Secretario General del Honorable Con-
cejo Distrital de Santa Marta.- 
 
CERTIFICA.- Que el presente Acuerdo surtió los dos (2) debates de ri-
gor en fechas y sesiones diferentes 
 
DARIO JOSE LINERO MEJIA 
Secretario General del Concejo Distrital de Santa Marta. 
 
Revisó: 
Diana Baños Barón 
Profesional Especializado 
 
SANCIÓN 
La Alcaldesa Distrital de Santa Marta, en ejercicio de lo dispuesto en 
el artículo 76 de la Ley 136 de 1994 y las constancias que preceden, 
procede a sancionar el 
 
ACUERDO No. 010 
(13 Diciembre de 2023) 
 
“POR MEDIO DEL CUAL SE ADOPTA LA POLÍTICA PÚBLICA DISTRITAL 
INDIGENA DEL DISTRITO TURISTICO, CULTURAL E HISTÓRICO DE 
SANTA MARTA Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES.” 
 
Para constancia se firma en el Distrito Turístico Cultural e Histórico de 
Santa Marta a los trece (13) días del mes de diciembre de 2023 
 
PUBLIQUESE Y CÚMPLASE 
 
VIRNA LIZI JOHNSON SALCEDO 
Alcaldesa Distrital 
 
Proyectó: Bertha Lorena Vizcaíno Linero – Directora Jurídica Distrital 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 


